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1. PRESENTACIÓN 
Los actos administrativos de carácter particular y concreto son descritos por la 
norma como aquellos en los cuales se ha creado o modificado una situación jurídica 
de carácter particular, de manera subjetiva, individualizada y concreta o haya 
reconocido un derecho de igual categoría, como el que reconoce una pensión, 
establece una sanción, etc. La regulación de este tipo de actos administrativos se 
encuentra en el artículo 97 de la ley 1437 de 2011 mediante la cual se expide el 
código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo1 (en 
adelante CPACA). 
Por disposición de ese compendio normativo, dichos actos pueden ser objeto de 
revocación de manera directa, sea por las autoridades que los expidieron o por sus 
inmediatos superiores, ejerciendo tal facultad cuando los mismos sean 
manifiestamente opuestos a la Constitución Política o la Ley, cuando no estén 
conformes con el interés público o cuando con ellos se cause agravio injustificado 
a una persona. Esta prerrogativa, que en otras palabras radica en una posibilidad 
con que cuenta la administración para corregir sus propios yerros, a la vez, también 
                                                          
1COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 1437. (18, enero, 2011). Por la cual 
se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2011. No. 47956. Articulo 97. Revocación de actos de 
carácter particular y concreto. Salvo las excepciones establecidas en la ley, cuando un 
acto administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado una situación 
jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no 
podrá ser revocado sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular. 
 
Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la 
Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
Si la Administración considera que el acto ocurrió por medios ilegales o fraudulentos lo 
demandará sin acudir al procedimiento previo de conciliación y solicitará al juez su 
suspensión provisional. 
 
Parágrafo. En el trámite de la revocación directa se garantizarán los derechos de audiencia 
y defensa. 
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constituye una oportunidad para el administrado de solicitar de aquella, la 
revocación de un acto administrativo a fin que cesen sus efectos, es decir, que 
puede ser activada de oficio o a solicitud de parte. 
Ahora bien, para proceder oficiosamente a la revocación directa, la citada norma 
contempla un requisito imprescindible, cual es el consentimiento previo, expreso y 
escrito de su titular, y es en este punto donde se encuentra el centro de esta 
investigación, ya que el artículo en el que se encuentra inmerso este procedimiento, 
no dispone un término o plazo para que el administrado se pronuncie, es decir, 
manifieste si otorga o no el mencionado consentimiento.  
El panorama será descrito a fin de exponer que no existe término ni determinado ni 
determinable, comoquiera que primero no está en el artículo que lo reglamenta y 
segundo hay ausencia de remisión a otro cuerpo normativo para llenar el vacío 
planteado. 
El presente estudio, como se advirtió, centrará su dirección en describir el impacto 
causado al ordenamiento jurídico colombiano por la imprecisión reseñada, 
principalmente establecer las consecuencias jurídicas que puede acarrear en el 
andamiaje jurídico, y de ese modo definir si efectivamente la indeterminación de 
plazo para la manifestación del consentimiento por parte del titular de un acto 
administrativo particular, tiene la entidad de generar consecuencias jurídicas que 
redunden en perjuicio tanto para la administración como para el administrado. 
Se desprende del asunto expuesto que la presente investigación ilustrará el estudio 
del procedimiento de revocación directa que es iniciado de manera oficiosa, ya que 
consiste en el escenario cuando el administrado tiene la carga de pronunciarse al 
solicitársele su consentimiento por parte de la administración. Del mismo modo se 
expondrá el tema de esa ausencia de término para consentir, como configuración 
de una omisión legislativa. 
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1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
La legislación colombiana tiene regulada la revocación de actos administrativos de 
carácter particular y concreto, en el artículo 97 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –CPACA- Ley 1437 de 2011, esta 
norma establece el requisito del consentimiento previo, expreso y escrito por parte 
del titular del acto administrativo para que proceda la revocación directa. Del mismo 
modo establece que, incluso si la administración considera que el acto es contrario 
a la Constitución o la Ley, o que fue obtenido de manera ilegal y/o por medio de 
fraude, en cualquiera de esos posibles escenarios necesitará del consentimiento del 
titular para proceder a revocarlo directamente, y de no contar con el mismo, la vía 
que le queda es demandar su propio acto ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. 
Ahora bien, en la literalidad del artículo referenciado, no se aprecia que figure un 
término o plazo para que el titular de un acto llamado a ser revocado directamente 
por la administración, se pronuncie sobre si otorga o no el consentimiento para tal 
cometido; tampoco se aprecia remisión a otra norma para que supla esa falencia. 
En orden al influjo de lo expuesto se tiene que la indeterminación de plazo para la 
manifestación del consentimiento por parte del titular de un acto administrativo 
particular en el trámite de la revocación directa, como está planteada dicha 
indefinición temporal, es capaz de generar consecuencias jurídicas que redundan 
en perjuicio tanto para la administración, perturbando el normal ejercicio de su 
actividad, como para el administrado; en este último caso, en el entendido que ante 
la carencia de precisión de ese término, indefectiblemente posibilita que la autoridad 
administrativa para obtener su respuesta, coloque un término discrecional y a su 
libre arbitrio.  
Sistemáticamente la ausencia de término expuesta, es caldo de cultivo para la 
vulneración de principios como la seguridad jurídica o presunción de legalidad de 
los actos administrativos; y de derechos fundamentales como el debido proceso el 
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cual se erige forzoso de acatar primero por mandato constitucional –Artículo 29-, 
aunado a ser principio del CPACA –numeral 1° artículo 3°- y de contera por el tenor 
del parágrafo del precitado artículo 97 ibídem. Entre las situaciones anómalas que 
podrían llegar a perturbar al administrado cabe mencionar el abuso del poder o la 
extralimitación en el ejercicio de funciones.  
Abarcando el caso que la afectada sea la acción administrativa, el trastorno en su 
dinámica u ordinario funcionamiento, se da porque en el acatamiento stricto sensu 
a la norma, se produce el estancamiento de la actuación adelantada, debido a la 
inexistencia de término, aunado a la imposibilidad de imponerlo, dando como 
resultado la indefinición del asunto materia de revocación; es conducente aseverar 
que el perjuicio lo sufre de rebote la colectividad, entendiendo que el accionar de la 
administración está direccionado a la obtención de los fines esenciales del Estado, 
y es claro que la generación de efectos jurídicos de un acto administrativo que sea 
manifiestamente contrario a la Constitución o la Ley, representa un detrimento para 
el conglomerado máxime cuando se extienden indefinidamente en el tiempo. 
Del mismo modo se avizora con este panorama, una consecuencia para el 
ordenamiento jurídico que podría llegar a acontecer ante la “libertad” o la imperiosa 
necesidad de la administración para determinar un término para la respuesta del 
titular del acto ante la solicitud de consentir, la cual radica en que pueden 
presentarse diferencias entre el plazo que otorgue una entidad y el que llegare a 
conceder otra, lo que en efecto vislumbraría un contraste en la aplicación de una 
misma norma; esa disparidad no resulta sana en el andamiaje jurídico de un Estado 
social de derecho como el colombiano, ya que representaría un referente oportuno 
para la reclamación de principios como el de la igualdad. 
Ahora bien, de contera se tiene que el consentimiento previo, expreso y escrito por 
parte de un titular para la revocación directa de actos administrativos, es un requisito 
que ostenta en esencia la obtención de ausencia de litis, en el entendido que al 
otorgarse el consentimiento, ya no hay controversia y por ende, queda el camino 
expedito para que el asunto sea resuelto en sede administrativa, teniendo eficacia 
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la actuación iniciada de oficio, pues está claro que de no haber consentimiento, 
necesariamente se dirimirá el asunto en la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo.  
Desde esa óptica, se ilustra un escenario donde hay una problemática en el sentido 
que tal como está planteado el procedimiento de revocación directa de actos 
subjetivos, al no estar ni determinado ni determinable el término para el 
pronunciamiento del titular, se prevé que será utópico considerar tanto la celeridad 
en dicho trámite, como el consentimiento en sí; se está entonces ante una norma 
ineficaz o inoperante, ya que del modo descrito, todas las intenciones de revocación 
directa, huelga iterar, establecida para sede administrativa, van consecuentemente 
a mutar en demandas para ser resueltas en la jurisdicción contenciosa 
administrativa, quedando la intención del legislador sin concretarse, y por ende el 
espíritu de la norma sólo en el papel; arrojando el perjuicio del atiborramiento del 
aparato judicial, que obviamente redundará en su congestión con serias 
consecuencias para el bien común. 
El desarrollo de las anteriores variables, conducirá a responder la pregunta: ¿La 
ausencia de término para la obtención del consentimiento del titular del acto 
administrativo particular y concreto en el procedimiento de revocación directa 
genera consecuencias jurídicas para la administración y el administrado? 
 
 
 
 
 
 
1.3. ESTADO O DESARROLLO DE ANTECEDENTES 
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La institución de la revocación directa de los actos administrativos ha generado el 
estudio y por ende diversos pronunciamientos que plasman las distintas posiciones 
de sus autores; sin embargo es menester indicar que tratándose de la revocación 
directa de actos de carácter particular y concreto, dichos antecedentes de 
investigación se sitúan principalmente en el análisis realizado a la norma anterior 
contenida en el Código Contencioso Administrativo –Decreto 01 de 1984 Artículos 
73 y 74- y no a la que actualmente tiene vigencia, cual es el artículo 97 de la Ley 
1437 de 2011 –CPACA-, lo que es importante tener en cuenta dadas las diferencias 
marcadas que tiene ésta con relación a aquella a la cual derogó. En ese orden de 
ideas, se resalta que es precaria la literatura del tema en comento con respecto a la 
normatividad vigente, es decir, no se avizora un estudio centrado o con énfasis en 
la carencia de un término legal para el otorgamiento del consentimiento por parte 
del titular de un acto administrativo para su revocación directa. Seguidamente se 
referencian análisis de las investigaciones que abarcan aspectos jurídicos que han 
cobrado relevancia con relación a la revocación directa de actos administrativos. 
 
En el año 2014, el Magíster en Derecho Administrativo Rachid Nader2 dijo, que en 
desarrollo del mecanismo extraordinario de la revocatoria directa de actos 
administrativos de carácter particular se presenta una latente tensión de principios. 
  
En el citado artículo se hace mención a la modificación de la que fue objeto el 
artículo 73 del Decreto 01 de 1984 Código Contencioso Administrativo en relación 
con la procedencia de la revocación frente a actos particulares obtenidos por medios 
ilegales, ya que la referida norma permitía a la administración, sin necesidad de 
consentimiento, revocar directamente dicho acto viciado de ilegalidad3. Sin 
                                                          
2 NADER ORFALE, Rachid Farid. Revocatoria directa de los actos administrativos: análisis 
frente a los principios constitucionales. En: Advocatus. Universidad Libre Seccional 
Barranquilla. 2014. Vol. 11, No. 23. p. 39-47. Disponible en: 
http://www.unilibrebaq.edu.co/ojsinvestigacion/index.php/advocatus/article/view/287/278  
3 Ibíd.  
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embargo, el legislador en la Ley 1437 de 2011 en su artículo 97, consagró la 
necesidad de acudir ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, y por ende 
la imposibilidad de la administración de revocar los actos particulares sin el 
consentimiento del afectado, así se consideren obtenidos por medios fraudulentos.  
 
A juicio del doctrinante, “dicha decisión del legislador permite inferir que el principio 
de presunción de legalidad de los actos administrativos y la presunción de buena fe 
de la actuación del particular, terminaron imponiéndose sobre el poder de decisión 
previa del Estado y el principio de moralidad así como el de prevalencia del interés 
general”4.  
 
Sobre ese postulado, Nader5 planteó lo que considera tensión de principios, 
inclinándose por asegurar que “la norma actual es inconstitucional pues al no 
permitir que la administración pueda sin el consentimiento de su titular, revocar su 
propio acto con el objeto de dejarlo sin efectos jurídicos al percatarse que fue 
expedido por medios ilegales o fraudulentos, y tener que acudir para tal efecto a la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, va en contravía con los principios de 
moralidad y prevalencia del interés general”6.  
 
Ante esto, propone reformular el principio de buena fe dentro de la institución de la 
revocación directa de los actos administrativos de carácter particular que implique 
un amparo al actuar de la administración y en ningún caso al del particular que se 
valió de medios fraudulentos para hacerse acreedor al derecho o beneficio 
contenido en el acto. 
 
En el año 2010 Amorocho Martínez y Bolívar Ríos al analizar el figura de la 
revocatoria directa, afirman que la misma debe ser observada desde el punto de 
                                                          
4 Ibíd. p.40. 
5 Ibíd. p.p. 46-47 
6 ibíd. p.p. 46-47 
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vista del administrado y de la administración: para el administrado es un mecanismo 
excepcional de impugnación al cual puede acudir el administrado cuando no 
hubiese interpuesto la vía gubernativa, para proteger el derecho ante la eventual 
arbitrariedad de la administración; para la administración es una prerrogativa o 
potestad inherente a su naturaleza, donde puede revocar sus propios actos con los 
limitantes que señale la ley. 7 
 
Al respecto, indicaron que “con la utilización de la revocatoria directa se enfrentan 
dos principios como son el de seguridad jurídica que impulsa a mantener y los actos 
y el de legalidad que busca que desaparezcan del ordenamiento jurídico aquellos 
actos que lo quebrantan y también puede estar en conflicto el principio de la acción 
administrativa, fruto de su dinámica, y el de respeto a situaciones creadas”8. Visto 
así, la revocatoria debe tenerse como una excepción al principio de legalidad de los 
actos administrativos, ya que estando en firme y presumiéndose su legalidad la 
administración podrá revocarlos. 
 
En ese mismo artículo se afirmó que “la realización del procedimiento de revocatoria 
directa de actos administrativos sin que se procuren los requisitos legales que para 
tal efecto ha previsto el ordenamiento jurídico vigente, constituye una clara violación 
de los derechos y garantías fundamentales”9. 
 
En ese sentido, para proceder a revocar un acto administrativo particular y concreto, 
debe solicitarse previamente el consentimiento de su titular, sin el cual, no podrá 
revocarse. “Esto obedece a razones de seguridad jurídica y de respeto a los 
derechos adquiridos o de las situaciones jurídicas subjetivas que han quedado 
                                                          
7 Amorocho Martínez, Fabio César y Bolívar Ríos, Jorge Eliécer. Estructura jurisprudencial 
de la revocación de actos de carácter particular y concreto. En Justicia Juris 2010. Vol. 6, 
No. 13. p. 6. Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/3634091.pdf  
8 Ibíd. p. 8.   
9 Ibíd. p.10.  
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consolidadas en cabeza de una persona, como también la presunción de legalidad 
de las decisiones administrativas en firme, avalan el principio de la inmutabilidad o 
intangibilidad de los derechos subjetivos reconocidos por la Administración a través 
de un acto administrativo”.10 
 
 
En el año 2011, Rojas Betancourth teniendo en cuenta el Código Contencioso 
Administrativo (antigua legislación) abordó la prerrogativa con que contaba la 
administración para dejar sin efectos un acto administrativo sin el consentimiento 
del beneficiado. Es en este punto donde acota que se cruzan temas de derechos 
humanos y accionar de la administración. 
“En el tema de la revocatoria directa de actos administrativos de carácter 
particular y concreto, cuando se invoca la causal de los medios ilegales, en 
donde existen poderosos argumentos a favor y en contra de cada una de las 
posiciones; por un lado el interés general, el patrimonio del Estado, los 
principios constitucionales de buena fe, de moralidad, imparcialidad que 
deben guiar la función administrativa frente a los derechos adquiridos de las 
personas, la presunción de inocencia, la confianza legítima, la garantía del 
debido proceso y la protección de condiciones especiales de las personas 
(sin dejar de lado los casos en que por conexidad se ve involucrado el 
derecho al mínimo vital, a la integridad personal, al libre desarrollo de la 
personalidad y a la igualdad), discusión trascendental que ha tenido 
vaivenes que repercuten a las personas y en donde en ocasiones por 
formalismos, tecnicismos e interpretaciones exegéticas, se deja de lado lo 
más importante, la dignidad del ser humano”11.  
 
 
En el año 2012 Restrepo Medina12, plasmó su visión acerca de los mecanismos 
jurídicos de autocontrol a los que le atribuyó suma importancia en la medida que su 
                                                          
10 Ibíd. P. 10 
11 Rojas Betancourth, Eddy Lucía. Revocatoria directa de actos administrativos en materia 
pensional. Tesis para optar al título de magister en Derecho Administrativo. Bogotá: Colegio 
Mayor de Nuestra Señora del Rosario. Facultad de jurisprudencia. 2011, 98 h. Disponible 
en catálogo en línea de la Biblioteca de la Universidad del Rosario: 
http://repository.urosario.edu.co/handle/10336/4370 
12 Restrepo Medina, Manuel Alberto. Acto administrativo, recursos y revocación directa. 
En: Principia Iuris. Universidad Santo Tomás Seccional Tunja. 2012. N° 17. p. 147-155. 
Disponible en: 
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disfuncionalidad afecta el acceso a la justicia en la medida que produce 
jurisdiccionalización de las relaciones entre la administración y los ciudadanos ya 
que la continua denegación de derechos por parte de aquella, genera el traslado de 
las reclamaciones ante los jueces y tribunales, sobre temas que han podido 
resolverse en sede administrativa.  
 
Entre los mecanismos de autocontrol, el autor reseñado resalta la revocación de 
actos administrativos haciendo un recuento de lo que iba a legislar en la materia la 
Ley 1437 de 2011, en ese punto resaltó el doctor Restrepo13, novedades como: la 
reducción del plazo para decidir la revocación directa que pasó de tres meses que 
estableció la Ley 909 a los dos meses que indica el inciso 2° del artículo 95 del 
CPACA; y lo estipulado en el artículo 97 ibídem que impide a la administración 
revocar su propio acto de carácter particular y concreto sin el consentimiento expreso 
de su titular, cuando sea evidente que el mismo se expidió por medios ilegales, pues 
en tal caso, deberá demandarlo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
En el mismo año Correa García, González Montes y Valencia Restrepo14 
sostuvieron que en la ley 1437 de 2011, al igual que en el decreto 01 de 1984 
cuando se trata de actos administrativos que hayan creado o modificado una 
situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual 
categoría, además de verificar la ocurrencia de una de las causales contenidas en 
el artículo 93 ibídem, será preciso obtener el concurso del administrado involucrado 
                                                          
http://www.ustatunja.edu.co/ustatunja/files/Investigaci%C3%B3n/PRINCIPIA_IURIS_17_2
012.pdf#page=148 
13 Ibid. p. 154 
14 Correa Garcia, Juan Guillermo; González Montes, Juan Andrés y Valencia Restrepo, 
Ángela María. De La Revocación Directa De Los Actos Administrativos. Consideraciones 
relativas… Tesis para optar al título de Especialistas en Derecho Administrativo. Pereira: 
Universidad Libre Pereira. 2012. Pág. 210. Disponible en: 
http://repositorio.unilibrepereira.edu.co:8080/pereira/bitstream/handle/123456789/401/DE
%20LA%20REVOCACI%D3N%20DIRECTA%20DE%20LOS%20ACTOS.pdf?sequence=
1  
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en el acto administrativo. Esto en atención al principio de seguridad jurídica que 
orienta al ordenamiento jurídico colombiano.  
 
No obstante lo anterior, señalan que la normatividad vigente consagra una novedad 
al suprimir los eventos que habilitaban a la administración para proceder a revocar 
el acto administrativo particular y concreto sin el consentimiento del administrado 
involucrado, pues a la luz del tenor literal del actual Código, no se habilita a la 
administración, salvo las excepciones que contemple la Ley, para revocar los actos 
administrativos particulares sin el consentimiento del titular del acto, como si lo hacía 
la normatividad anterior  que permitía que cuando el acto fuera resultado de la 
aplicación del silencio administrativo positivo o que cuando fuera evidente que el 
acto ocurrió por medios ilegales se pudiera, se itera, revocar por parte de la 
autoridad administrativa sin necesidad de obtener el consentimiento del particular 
involucrado en dicho acto. 
 
Posteriormente, en el año 2015, Hoyos García y Devia Pernía, al referirse a la 
revocatoria directa sostienen que:  
La revocatoria directa está orientada a excluir del ordenamiento jurídico un acto 
administrativo para, de esta manera, proteger derechos subjetivos cuando ocasiona 
agravio injustificado a una persona; básicamente, tiene como propósito primordial dar 
a la autoridad administrativa la oportunidad de reparar lo actuado por ella misma, no 
solamente con base en consideraciones relativas al interés particular del reclamante, 
sino por una causa de interés general consistente en la recuperación del imperio de 
la legalidad o en el resarcimiento de un daño público, que en el caso disciplinario son 
los fines del Estado15. 
 
En ese mismo sentido, al comparar el procedimiento de revocatoria directa con la 
revocatoria existente en el procedimiento disciplinaria refieren que a pesar de la 
firmeza de la que gozan los actos administrativos, y de la regla general estipulada 
                                                          
15 Hoyos García, José Fernando y Devia Pernía, Henry José. La revocatoria directa en el 
derecho disciplinario y su comparación con el código de procedimiento administrativo y de 
lo contencioso administrativo. En: Nuevo Derecho. Institución Universitaria de Envigado. 
2015. Vol. 11. No. 17. P. 175-183. Disponible en: 
http://revistas.iue.edu.co/index.php/nuevoderecho/article/view/402/724 
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en la Ley 1437 de 2011, de que todos los actos administrativos de contenido 
particular y concreto no pueden ser revocados por la administración sin el 
consentimiento expreso y escrito del respectivo titular, y que si la administración se 
equivocó en la decisión final, esta estará obligada a demandar su propio acto ante 
la jurisdicción contenciosa administrativa, sin embargo, observamos que en el 
procedimiento disciplinario dicha regla no se cumple y que el disciplinado, además 
de haberse sometido a un largo proceso, de agotar todas las etapas procesales, 
recursos y demás, y de que la administración culminó con un acto administrativo, 
esta excepcionalmente queda facultada para revocar las decisiones administrativas. 
 
En el año 2016 Pinzón Páez16 con base en la expresión: “Salvo las excepciones 
contenidas en la Ley (…)” que encabeza el artículo 97 del CPACA, norma que 
regula la revocación directa de actos administrativos, ilustró lo que en principio 
parecería un caso de excepción a la regulación que permite revocar directamente 
un acto administrativo de carácter particular previo consentimiento de su titular.  Se 
refería a la de revocatoria directa del acto administrativo que reconoce la calidad 
de víctima (el cual otorga la inscripción en el Registro Único de Víctimas) sin 
necesidad del consentimiento del particular registrado, y sin acudir a la jurisdicción, 
si se demostrare que el incluido obtuvo su condición de víctima a través de medios 
fraudulentos, esto basándose en lo dispuesto por la Ley 1448 de 2011 en su artículo 
157 inciso final, una Ley especial -para el tema de víctimas- y posterior a la Ley 
1437 de 2011. Sin embargo, luego de un profundo análisis, concluyó en su 
investigación, basándose principalmente en la técnica de ponderación de 
principios, que la revocatoria directa del acto administrativo de carácter particular y 
                                                          
16 Pinzón Páez, Edgar Hernando. El procedimiento administrativo de exclusión del registro 
único de víctimas como excepción al procedimiento general de revocatoria de actos 
administrativos de carácter particular y concreto (Art. 97 L.1437/11). Tesis para optar al 
título de magister en Derecho. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia. 2016. 140 p. 
Disponible en catálogo en línea de la biblioteca Universidad Nacional: 
http://www.bdigital.unal.edu.co/53837/1/EL%20PROCEDIMIENTO%20DE%20EXCLUSIO
N%20DEL%20RUV.pdf 
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concreto que reconoció la calidad de víctima, debe surtirse mediante el mecanismo 
plasmado el artículo 97 de la Ley 1437 de 2011. Así lo expresó: 
 
“Se determinó que para balancear y armonizar la protección de los 
intereses de la Administración y la especial protección que gozan 
las Víctimas, observando plenamente el principio de legalidad que 
rige el Derecho Administrativo, y el principio pro Hómine, rector en 
materia humanitaria; la Unidad para la Atención Reparación 
Integral a las Víctimas, para proceder a revocar un acto 
administrativo que reconoció la calidad de Víctima, deberá contar 
con el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo 
titular”17. 
 
En otro aparte de sus conclusiones, el autor, refiriéndose al trámite para la 
revocatoria directa del acto administrativo que reconoce la calidad de víctima en 
Colombia expresó: 
 
“Por lo tanto, la Administración para adelantarlo, debe contar con el 
consentimiento expreso del titular, incluso cuando considere que 
ha mediado fraude o se han utilizado medios ilegales para su 
obtención. En caso de no contar con la autorización expresa y 
escrita del particular titular, debe la Administración acudir ante la 
jurisdicción para buscar la eliminación del acto del ordenamiento 
jurídico, mediante sentencia judicial, constituyéndose, en la 
posición más adecuada para garantizar los derechos individuales y 
colectivos de las Víctimas; al tiempo que se respetan los criterios 
de interpretación legislativa, se supera la laguna axiológica y la 
tensión dogmática”18. 
 
En el año 2011 González Cerón19 analizó el principio de confianza legítima como 
límite a la facultad de las autoridades públicas para revocar un acto administrativo 
                                                          
17 Ibíd. p. 145 
18 Ibid. p. 154 
19 González Cerón, Nubia. El principio de confianza legítima en la actuación de la 
administración como límite a la revocación de los actos administrativos. Bogotá, 2011, 153 
h. Tesis para optar al título de magister en Derecho Público. Universidad Santo Tomás de 
Aquino. Facultad de Derecho. Disponible en catálogo en: 
http://porticus.usantotomas.edu.co/bitstream/11634/710/1/EL%20PRINCIPIO%20DE%20
20 
 
de carácter particular y concreto, dentro del marco jurídico que le ofrecía el Código 
Contencioso Administrativo, en adelante C.C.A. norma jurídica que como se 
advirtió, fue remplazada por la Ley 1437 de 2011 CPACA. Resaltó la Dra. 
González20, que el principio de confianza legítima no se encuentra reglado en 
nuestro ordenamiento constitucional, sin embargo, la Corte Constitucional lo ha 
implementado en el medio jurídico colombiano y lo ha definido como corolario del 
principio de buena fe, donde el Estado no puede modificar de repente las reglas de 
juego que regulaban las relaciones que éste sostenía con sus administrados, sin 
que previo a ello, mediara un período de transición para que estos últimos se 
acoplaran a la nueva regulación jurídica. 
 
Del mismo modo con su trabajo llegó a la siguiente conclusión: 
“El principio de protección a la confianza legítima constituye un límite a 
la facultad de las autoridades públicas para revocar actos 
administrativos, creadores de situaciones jurídicas subjetivas y obliga, 
en aras de la seguridad jurídica, que si la autoridad administrativa 
considera que uno de los actos administrativos por ella proferido, tiene 
vicios de ilegalidad, debe acudir al juez contencioso administrativo para 
que éste declare si en verdad el acto administrativo es legal o ilegal”21. 
 
 
En el año 2009 Amorocho Martínez y Bolívar Ríos22 resaltaron la importancia de la 
figura de la revocación directa en el entendido que evita conflictos ante los jueces 
administrativos, de ese modo no se aúna a deteriorar el patrimonio estatal y por ese 
conducto, se efectivizan los derechos subjetivos de sus respectivos titulares.  
Así lo expresaron Amorocho y Bolívar: 
                                                          
CONFIANZA%20LEGITIMA%20EN%20LA%20ACTUACION%20DE%20LA%20ADMINIS
TRACION%20COMO%20LIMITE%20A%20LA%20REVOCACION.pdf 
 
21 Ibíd. p.139  
22 Amorocho Martínez, Fabio y Bolívar Ríos, Jorge. La revocación directa de los actos 
administrativos como solución jurídica del ordenamiento jurídico colombiano. En: Justicia. 
Universidad Simón Bolívar-Barranquilla, Colombia. 2009. Vol. 14, No. 16,p. 122-140. 
Disponible en: http://revistas.unisimon.edu.co/index.php/justicia/article/view/634     
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“La revocación es una forma de autocontrol de la administración. Esta 
figura evita conflictos innecesarios ante la jurisdicción Contenciosa 
Administrativa, el deterioro del patrimonio estatal y de la efectividad de 
los derechos de los particulares que se sienten afectados. Debe tenerse 
en cuenta que es una excepción al principio de legalidad de los actos 
administrativos, ya que estando estos en firme y presumiéndose su 
legalidad y a la vez desplegando caracteres de ejecutividad y de 
ejecutoriedad la administración podrá revocarlos. La revocación directa 
tiene como propósito el de dar a la autoridad la oportunidad de corregir 
lo actuado por ella misma, incluso de oficio, ya no con fundamento en 
consideraciones relativas al interés particular del recurrente sino por una 
causa de interés general que consiste en la recuperación del imperio de 
la legalidad o en la reparación de un daño público”23. 
 
 
 
 
 
1.4. MARCO TEÓRICO CONCEPTUAL 
Dado que el eje central del presente proyecto de investigación gira en torno al 
procedimiento de revocación directa de actos administrativos particulares, resulta 
necesario establecer algunos parámetros que sirvan de apoyo y de orientación 
conceptual en el desarrollo de la investigación. Partiendo del concepto de 
revocación directa definido por García de Enterría y Fernández quienes se tiene 
                                                          
23 Ibíd. p. 124 
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que: “se entiende por revocación la retirada definitiva por la administración de un 
acto suyo anterior mediante otro de signo contrario.”24  
 
En ese mismo sentido se hace necesario tener presente lo manifestado por 
Santofimio Gamboa, quien sostiene que: “la revocatoria directa es la pérdida de 
vigencia de un acto administrativo en razón de la declaratoria hecha por el 
funcionario que lo profirió o su inmediato superior, con base en precisas causales 
fijadas en la ley”25. La revocatoria directa comporta la perdida de vigencia y efectos 
de un acto administrativo contrario al orden jurídico o interés social: “Su fundamento 
es el de no permitir que continúe vigente y produzca efectos un acto contrario al 
orden jurídico o al interés público o social, es decir, al imperio del principio de 
legalidad y el de la oportunidad y convivencia de la administración,  entendida como 
servicio público y obrando en función de ese servicio.” 26 
 
Respecto al procedimiento de revocación directa, también es importante considerar 
lo expuesto por el tratadista Rodríguez Rodríguez, quien sostuvo que: “la revocación 
directa consiste en que la administración hace desaparecer de la vida jurídica los 
actos que ella misma ha expedido anteriormente. Es decir, se trata de un 
mecanismo de extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la 
voluntad de la propia administración.”27 La revocatoria directa procede siempre que 
no se haya hecho uso de los recursos administrativos con los que se disponía para 
el control gubernativo de los actos. “La figura de la revocación directa se presenta 
por fuera de los términos propios de la vía administrativa e independientemente de 
                                                          
24 García de Enterría, Eduardo &  Fernández, Tomás Ramón. Curso de derecho 
Aministrativo.12ª ed. Bogotá: Ed. Temis  2008.Tomo I. pág. 632. 
25 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime. Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. Acto 
Administrativo. 4ª ed. Bogotá: Universidad Externado de Colombia. 2007. Tomo II. 
pág.301. 
26 Ibíd. pág. 301. 
27 Rodríguez Rodríguez, Libardo. Derecho Administrativo General y Colombiano. 18ª ed. 
Bogotá: Ed. Temis. 2013. pág. 420.  
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ella, sea porque para el caso no haya recursos administrativos o porque 
habiéndolos, no se hizo uso de ellos.”28   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
1.5. IMPORTANCIA Y JUSTIFICACIÓN. 
 
El presente proyecto de investigación debe su importancia a las normales y 
comunes relaciones entre la administración y el ciudadano en particular, en atención 
                                                          
28 Ibíd. P. 421.   
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a los efectos que de ella se puedan generar en el evento que se  pretenda por parte 
de aquella, revocar directamente un acto administrativo del cual sea titular este 
último. 
 
El procedimiento de revocación directa de actos particulares iniciado de oficio, 
implica para su procedencia, el cumplimiento del requisito sine qua non del 
consentimiento del respectivo titular, y como la regulación vigente no prevé término 
para la manifestación del mismo, se presentan consecuencias nocivas  que 
constituyen el quid del asunto. 
 
El referido trámite involucra la concurrencia de derechos y principios de raigambre 
constitucional tanto de la administración como del administrado.  En ese sentido, 
por la no fijación de un término legal que imponga al administrado el deber de 
pronunciarse en determinado tiempo respecto de la solicitud de consentimiento, se 
generan consecuencias jurídicas con relación a las partes involucradas. 
 
La presente investigación surge idónea para reconocer las consecuencias jurídicas 
que representa el panorama expuesto, plantear recomendaciones que impliquen 
armonía para las partes, y si el legislador, incurrió en una omisión legislativa por 
incumplimiento de un deber constitucional que le imponía haber reglamentado el 
aludido término. 
 
 
 
 
1.6. OBJETIVOS: 
 
1.6.1. Objetivo general 
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Determinar cuáles son las consecuencias jurídicas generadas para el titular del acto 
y para la administración por la ausencia de término en la obtención del 
consentimiento como requisito para proceder a la revocación directa de actos 
administrativos de carácter particular y concreto.  
 
1.6.2. Objetivos específicos 
 
 Identificar los derechos y garantías constitucionales que se conculcan al titular del 
acto administrativo particular y concreto a causa del vacío normativo para la 
obtención del consentimiento en el proceso de revocación directa. 
 
 Establecer cuales principios constitucionales se conculcan a la administración en el 
proceso de revocación directa de actos administrativos de carácter particular y 
concreto a causa del vacío normativo del CPACA. 
 
 Determinar si la ausencia de término para la manifestación de consentimiento del 
titular de un acto, en el procedimiento de revocación directa de actos administrativos 
de carácter particular y concreto, configura una omisión legislativa. 
 
 
 
 
 
 
1.7. FORMULACIÓN Y GRAFICACIÓN DE HIPÓTESIS 
 
La ausencia de término para la manifestación del consentimiento del titular del acto 
en el procedimiento de revocatoria directa de acto administrativo particular trae 
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como consecuencia que se desconozcan para el administrado, los derechos 
fundamentales a la igualdad y debido proceso, mientras que para la administración 
conlleva a la paralización de la actuación administrativa iniciada para tal fin. Así 
mismo, se considera que ese vacío normativo reúne los elementos necesarios para 
configurar una omisión legislativa. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
1.8. CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES. 
AÑO I 
ACTIVIDAD 1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11  
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12 
Análisis documental    x         
Revisión de literatura y 
sistematización de 
información  
 X           
Elaboración de memoria de 
grado 
           X 
Primer capítulo   X           
Segundo capítulo  X           
Tercer capítulo y 
conclusiones 
 x           
Entrega final X            
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2. CAPITULO PRIMERO:  
DEL ACTO ADMINISTRATIVO Y SU PROCEDIMIENTO DE REVOCACIÓN 
DIRECTA.  
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2.1. ACTO ADMINISTRATIVO 
2.1.1. Noción de acto administrativo: 
 
Para contextualizar el presente estudio se hace necesario abordar distintos 
conceptos y reflexiones realizadas por diversos actores en relación con la noción de 
acto administrativo, dichas conceptualizaciones permitirán obtener una mejor 
aproximación al tema. Al respecto se tiene: 
 
El profesor Vedel consigna en su obra; “Que entre las prerrogativas de poder 
público, la más característica sin duda alguna es un privilegio que tiene la 
administración de tomar las decisiones ejecutorias, es decir, de proferir actos 
unilaterales que crean derechos y obligaciones en provecho a cargo de terceros sin 
el consentimiento de estos, y de ser ejecutados por la fuerza de la administración”.29 
El profesor Jean Riveró, refiriéndose al acto administrativo, enseña que  
La administración puede modificar las situaciones jurídicas por su sola voluntad, 
sin el consentimiento de los interesados. Es la prerrogativa característica del poder 
público. La decisión ejecutoria el acto por medio del cual la administración modifica 
en forma unilateral las situaciones jurídicas. Más adelante agrega el maestro que 
no todo acto unilateral tiende a modificar el orden jurídico, pues existen algunos 
que son simplemente declarativos, otros son preparatorios, o bien siguen a la 
decisión, pero no agregan nada.30 
El profesor Gustavo Penagos considera que puede definirse el acto administrativo 
"como la decisión unilateral de naturaleza administrativa, de cualquier órgano del 
                                                          
29 Vedel, George. Droit Administratif - Cours Polycopie. Paris: Universidad de Paris. (1956) 
Citado por: Penagos, Gustavo. El Acto Administrativo. 7ª ed. Bogotá: Ediciones Librería del 
Profesional. 2001. Pág. 120. Tomo I. 
30 Rivero, Jean.  Droit Administrativ. "La veritable decisión executoire se caracterise par la 
volonté d ́apporter un chamgement dans la situation juridique". Paris: Dalloz. 1975. Citado 
por: Penagos, Gustavo. El Acto Administrativo. 7ª ed. Bogotá: Ediciones Librería del 
Profesional. 2001. Pág. 120. Tomo I. 
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Estado, o de los particulares autorizados por la Ley, con el fin de crear modificar o 
extinguir una relación jurídica."31 
Por su parte el tratadista Gustavo Gómez Aranguren, define al acto administrativo 
como "una manifestación unilateral de voluntad de la administración o de los 
órganos estatales que actúan en función administrativa y que produce efectos 
jurídicos con relación a terceros."32 
En palabras del jurista Lamprea Rodríguez, “para el derecho moderno es acto 
Administrativo toda expresión de voluntad pública, eficaz para el cambio en la 
situación jurídica de las personas”.33 
Para el Dr. Libardo Rodríguez, "los Actos Administrativos son las manifestaciones 
de la voluntad de la administración, tendientes a modificar el ordenamiento jurídico, 
es decir, a producir efectos jurídicos."34 
En el mismo sentido el Profesor Jaime Vidal Perdomo señala que "son las 
declaraciones de voluntad de la administración destinadas a producir efectos 
jurídicos."35 
Importante también la definición de acto administrativo que hace el profesor Berrocal 
Guerrero quien señala que es “toda declaración de voluntad, juicio, cognición o 
deseo que se profiere de manera de manera unilateral, en ejercicio de la función 
                                                          
31 Penagos, Gustavo. El Acto Administrativo. 7ª ed. Bogotá: Ediciones Librería del 
Profesional. 2001. Pág. 120. Tomo I. 
32 Gómez Aranguren, Gustavo Eduardo. Principios Del Derecho Administrativo. Bogotá: 
ABC Editores Librería Ltda. 2002. Pág. 226. 
33 Lamprea Rodríguez, Pedro. Anulación De Los Actos De La Administración Pública. 
Bogotá: Ediciones Doctrina y ley Ltda. 2004. Pág. 87. 
34 Rodríguez Rodríguez, Libardo. Derecho Administrativo: General Y Colombiano. Bogotá: 
Temis S.A. 2008. pág. 43. 
35 Vidal Perdomo, Jaime. Derecho Administrativo 11ª ed. Bogotá: Temis S.A. 1997. pág. 
149. 
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administrativa, y produce efectos jurídicos directos o definitivos sobre un asunto 
determinado”36.  
El análisis de lo expresado por los doctrinantes consultados, da cuenta de la 
variedad de definiciones existentes sobre el tema; por ello, para la presente 
investigación se trabajará con el siguiente concepto:  
Acto administrativo es toda aquella manifestación unilateral de la voluntad de la 
administración o de particulares en ejercicio de funciones administrativas, que crea, 
modifica o extingue situaciones jurídicas.    
 
2.1.2. Elementos de los actos administrativos. 
De acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, citada por Berrocal 
Guerrero37, referente al acto administrativo,  los elementos del mismo son: el sujeto, 
la voluntad, el objeto, el motivo, el fin y la forma.  
 
2.1.2.1. Sujeto: 
Es el órgano emisor o productor del acto administrativo. Puede ser uno o varios 
sujetos que actúan en representación de una entidad estatal, o un cuerpo o 
institución colegiada, pública o privada investida de autoridad estatal.38 
 
2.1.2.2. La declaración: 
                                                          
36 Berrocal Guerrero, Luis. Enrique. Manual Del Acto Administrativo Según La Ley La 
Jurisprudencia Y La Doctrina. 5ª ed. Bogotá: Librería Ediciones del Profesional Ltda. 2009. 
pág. 108. 
37 Ibíd. p. 78. 
38 Ibíd. p. 86. 
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Es la manifestación de la voluntad, juicio, conocimiento o deseo del respectivo 
órgano en relación con un asunto determinado.39 
2.1.2.3. Objeto:   
Corresponde al contenido del acto, al asunto de que trata y sobre el cual recae la 
declaración. Es lo que se enuncia, dispone o resuelve en la declaración, sea de 
voluntad, de deseo, de juicio o de conocimiento. Es la situación jurídica que 
contiene.40 
2.1.2.4. Los motivos: 
Es aquello que origina y le sirve de fundamento a la declaración que contiene el acto 
administrativo. Se trata de las circunstancias o razones de hecho y/o de derecho 
que determinan la expedición del acto y contenido o sentido de su respectiva 
declaración.41 
2.1.2.5. La forma: 
Se refiere a los requisitos y manera de plasmar y exteriorizar el acto administrativo. 
Es el cómo del acto administrativo, el cual difiere de uno a otro, toda vez que no 
hay una forma única del acto administrativo.  
2.1.2.6. Finalidad: 
Es el propósito o resultado que se busca con los efectos o las situaciones jurídicas 
del acto administrativo expedido en cada caso. Es el efecto jurídico que se busca 
sobre el valor jurídico que se quiere proteger o realizar. En su expresión más 
genérica, son los señalados en el artículo 2º de la Constitución Política de 1991como 
“fines esenciales del Estado”. 42  
 
                                                          
39 Ibíd. p. 88 - 92 
40 Ibíd. p. 92 
41 Ibíd. p. 93 
42 Ibíd. p. 97 
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2.1.3. Clasificación de los actos administrativos.  
En lo ateniente a la clasificación de los actos administrativos, se hará mención a fin 
de ubicarlos en el contexto de la presente investigación, haciendo la salvedad que 
respecto a ello ha existido variedad de clasificaciones. Al respecto, el doctor 
Gustavo Parejo Alfonso indica que “la enorme heterogeneidad y la gran variabilidad 
de la acción administrativa hace prácticamente imposible una clasificación 
mínimamente completa y ajustada del conjunto de los actos administrativos 
posibles”.43  
En síntesis, al no existir un consenso doctrinal respecto de la clasificación de los 
actos administrativos, bastará para la presente investigación con clasificarlos en 
particulares y generales.   
2.1.3.1. Acto Administrativo General:  
Es una especial modalidad de expresión del poder público administrativo, que 
comprende todas aquellas manifestaciones normativas, sean reglamentarias o 
reguladoras, provenientes de cualquier autoridad administrativa, caracterizada por 
su generalidad y que tienen como fundamento directo la Constitución Política o la 
ley.44 
En palabras de la Corte Constitucional:  
Son aquellos actos administrativos en los que los supuestos normativos 
aparecen enunciados de manera objetiva y abstracta, y no singular y concreta, 
                                                          
43 Parejo Alfonso, Luciano. Lecciones de Derecho Administrativo. Valencia, España: 
Editorial Tirant Lo Blanch. 2007. p. 446.    
44 Colombia. Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 11 de 
marzo de 1968, Consejero Ponente: Alberto Hernández Mora, citado en Santofimio 
Gamboa , Jaime. Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo II. Acto Administrativo. 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia. 2007. p. 161.  
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y por lo tanto versados a una pluralidad indeterminada de personas; es decir, a 
todas aquellas que se encuentren comprendidas en tales parámetros.45 
2.1.3.2. Acto administrativo particular: 
Son aquellos actos administrativos de contenido particular y concreto, que producen 
situaciones y crean efectos individualmente considerados. No obstante lo anterior, 
la indeterminación no se relaciona únicamente en punto del número de receptores 
de la decisión administrativa, sino que igualmente estos aparezcan 
individualizados.46 
De acuerdo con el Consejo de Estado: 
“Por actos administrativos de contenido particular se entienden aquellos que 
crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas de carácter personal, 
subjetivo o concreto; su eficacia depende de que hayan sido debidamente 
notificados -excepcionalmente comunicados v. gr. nombramientos- y se 
encuentren en firme; contra ellos, por regla general, proceden recursos en la 
vía gubernativa.”47 
De acuerdo con lo expuesto, tenemos que los actos administrativos particulares se 
caracterizan por crear, extinguir o modificar situaciones jurídicas particulares, 
individuales o subjetivas. Esto es, que los efectos del acto recaerán sobre un sujeto 
de derechos plenamente determinado. El Consejo de Estado señaló que:  
el carácter individual de un acto no está dado por la posibilidad de que los 
sujetos a los cuales está dirigido sea fácil o difícilmente individualizables o 
identificables, sino que ellos estén efectivamente individualizados e 
identificados, de tal manera que el contenido del acto sea aplicable 
exclusivamente a esas personas y no a otras que pueden encontrarse en la 
misma situación. De no entenderse así, todos los actos podría ser calificado de 
individuales o subjetivos en la medida en que, por principio, los actos de las 
                                                          
45 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-620 de 2004. Magistrado Ponente: Jaime 
Araujo Rentería 
46 Cfr. Ib. Ídem.  
47 Consejo de Estado, Sala De Le Contencioso Administrativo Sección Tercera. Sentencia 
del 4 de diciembre de 2006, Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez, exp. 10227. 
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autoridades públicas tienen vocación de aplicación individual a quienes se 
encuentran en la situación prevista por el acto.48 
2.1.4. Concepto de eficacia de los actos administrativos. 
La Corte Constitucional mediante sentencia C-069 de 1995 refiriéndose a la eficacia 
de los actos administrativos sostuvo:  
La eficacia del acto administrativo se debe pues entender encaminada a producir 
efectos jurídicos. De lo anterior se colige que la eficacia del acto comporta elementos 
de hecho, pues una decisión administrativa adoptada de conformidad con el 
ordenamiento jurídico superior, cobijada por presunción de constitucionalidad y de 
legalidad, puede constituir un acto administrativo perfecto pero ineficaz. Así mismo, 
una decisión viciada de nulidad por no cumplir con todos los requisitos establecidos 
por el ordenamiento jurídico superior, puede llegar a producir efectos por no haber 
sido atacada oportunamente.49 
En cuanto a la pérdida de eficacia de los actos administrativos, de acuerdo con el 
tratadista chileno Olguín Juárez, citado por Gustavo Penagos: “una nueva 
manifestación de la voluntad administrativa, orientada en el sentido de extinguir la 
eficacia de un acto administrativo anterior, porque sus efectos son contrarios al 
interés público actual, se conoce como retiro o revocación del acto”.  
 
2.2. DEL INSTITUTO DE LA REVOCACIÓN DIRECTA DE LOS ACTOS     
ADMINISTRATIVOS. 
2.2.1. Antecedentes: 
De acuerdo con Amorocho Martínez: 
el ordenamiento jurídico colombiano ha regulado la institución de la 
revocatoria directa de actos administrativos, y su apéndice de revocación 
de los actos de carácter particular y concreto, inicialmente con el Decreto 
2733 de 1959, el cual fue dictado en desarrollo de las facultades 
                                                          
48 Colombia. Consejo De Estado. Auto de Sala Unitaria del 11 de marzo de 1994, Sección 
Primera, expediente 2756. Consejero Ponente Dr. Libardo Rodríguez R. 
49 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia 069 de 1995. Magistrado Ponente: Hernando 
Herrera Vergara.  
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extraordinarias de la Ley 19 de 1958 para la reorganización de la 
administración pública, se señalaron normas de revocación de actos 
administrativos. Posteriormente se estableció en el Decreto Nº 01 de 
1984, en los artículos 69 al 74, siendo el artículo 71 modificado por el 
artículo 1 de la Ley 809 de 2003. Y partiendo del hecho que en el derecho 
colombiano no se admite la declaración administrativa de nulidad o de 
ilegalidad, pues ésta es competencia exclusiva de los jueces.50  
A partir de la Ley 1437 de 2011 CPACA, se derogó el Decreto Nº 01 de 1984 
Código Contencioso Administrativo, en adelante CCA, y las disposiciones que le 
sean contrarias, lo que quiere decir que la revocación directa actualmente está 
regulada por los artículos 93 a 97 de la referida ley, distinguiéndose de la antigua 
legislación que aquella permitía a la administración revocar un acto de carácter 
particular y concreto cuando este fuere manifiestamente opuesto a la Constitución 
Política o a la Ley, cuando no estuvieren conformes con el interés público o social 
o atentaren contra él, o cuando con ellos se causare agravio injustificado a una 
persona; incluso dicho Estatuto permitía que la administración lo revocara 
directamente de manera parcial, para corregir errores aritméticos, o de hecho que 
no incidiesen en el sentido de la decisión –hoy consignado en el art. 45 del 
CPACA-. Inclusive en los términos del artículo 74 de la legislación anterior “CCA”, 
se posibilitaba que el beneficiario del silencio que hubiese obrado de buena fe, 
ante la revocatoria del acto presunto a su favor, podía pedir reparación del daño 
ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo. En vigencia del marco legal 
actual, el CPACA no ofrece a la administración tal prerrogativa ante las eventuales 
causales descritas anteriormente, concediéndole solo a la administración la 
posibilidad de demandar su propio acto ante la jurisdicción de lo contencioso 
                                                          
50 Amorocho Martinez, Fabio Cesar.  Revocación Directa De Los Actos Administrativos En 
El Nuevo Orden Jurídico. En Justicia Juris. Octubre de 2009. Vol. 6. No. 12, Pág. 13-19. 
ISSN 1692-8571. 
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administrativo como regla general y solo excepcionalmente acudir a dicha 
prerrogativa cuando la ley expresamente lo señale.  
 
2.2.2. Concepto de Revocación Directa: 
 
La figura jurídica de la revocación directa ha sido abordada por diversos autores 
que, suscitando el debate sobre su concepto y naturaleza, por ende, es posible 
encontrar tantas posiciones respecto a su concepto y naturaleza como autores en 
el tema.  
Al respecto, el profesor Libardo Rodríguez señala que “la revocación directa 
consiste en que la administración hace desaparecer de la vida jurídica los actos 
que ella misma ha expedido anteriormente. Es decir, se trata de un mecanismo de 
extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la voluntad de la 
propia administración.”51  
 
Igualmente, al referirse a la procedencia de la revocación directa sostiene que su 
procedencia indica que “La figura de la revocación directa se presenta por fuera de 
los términos propios de la vía administrativa e independientemente de ella, sea 
porque para el caso no haya recursos administrativos o porque habiéndolos, no se 
hizo uso de ellos.” 52 
  
Por su parte, el doctrinante Santofímio Gamboa sostiene que “la revocatoria 
directa es la perdida de vigencia de un acto administrativo en razón de la 
declaratoria hecha por el funcionario que lo profirió o su inmediato superior, 
con base en precisas causales fijadas en la ley”.53 
 
                                                          
51 OP. CIT p. 420.  
52 Ob. Cit. p. 421.  
53 OP. CIT p. 301. 
37 
 
Considera esta figura como perdida de vigencia y efectos de un acto 
administrativo contrario al orden jurídico o interés social ya que “su 
fundamento es el de no permitir que continúe vigente y produzca efectos un 
acto contrario al orden jurídico o al interés público o social, es decir, al imperio 
del principio de legalidad y el de la oportunidad y convivencia de la 
administración, entendida como servicio público y obrando en función de ese 
servicio.”54 
 
Para García de Enterría y Fernández “se entiende por revocación la retirada 
definitiva por la administración de un acto suyo anterior mediante otro de signo 
contrario.”55 
 
Por su parte, el Consejo de Estado, sostiene que: 
 
“En nuestro ordenamiento contencioso la revocatoria directa está concebida 
como una prerrogativa de control de la misma administración sobre sus actos 
que le permite volver a decidir sobre asuntos ya decididos en procura de 
corregir en forma directa o a petición de parte, las actuaciones lesivas de la 
constitucionalidad, de la legalidad, o de derechos fundamentales.”56 
 
 
 
 
2.2.3.- Naturaleza jurídica de la revocación directa.  
 
                                                          
54 OP. CIT p.301.  
55 OP. CIT p. 632 
56 Colombia. Consejo de Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda 
Subsección B. Sentencia del 23 de febrero de 2011. Consejero Ponente: Gerardo Arenas 
Monsalve, exp. 4983-05. 
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A modo de cuestión preliminar, nos ocupamos de la naturaleza jurídica de la 
revocatoria directa de los actos administrativos; institución que como se expuso, 
existe en nuestro ordenamiento jurídico consignada en la Ley 1437 de 2011 en sus 
artículos 93 a 97, y consiste en la facultad que tienen las autoridades administrativas 
–entiéndase aquellas pertenecientes a las ramas del poder público, a los órganos 
autónomos e independientes del Estado, y a los particulares cuando cumplan 
funciones administrativas57– para, unilateralmente, dejar sin efectos sus propios 
actos administrativos, como una medida extraordinaria. En otras palabras, consiste 
en la posibilidad de que la administración pueda retirar de la vida jurídica una 
decisión que ella misma expidió58.  
 
Al respecto alude el tratadista Libardo Rodríguez: “se trata de un mecanismo de 
extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la voluntad de la 
propia administración”59, y agrega: “que claramente difiere de la anulación que es la 
desaparición o extinción del acto por decisión de autoridad judicial”60, sin perjuicio 
de que comparte la noción -objetivo- de “revocar” en la interposición de los recursos; 
en efecto, dicha prerrogativa involucra como regla general el deber para la autoridad 
de retirar las decisiones que hayan adoptado con contenido impersonal y abstracto 
cuando las mismas:  
i) sean manifiestamente opuestas a la Constitución Política o la ley, sin que implique 
mayor lucubración o análisis;  
ii) cuando no estén conformes con el interés público; o,  
                                                          
57 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 1437. 18, enero, 2011. Por la cual se 
expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2011. No. 47956. CPACA Artículo 2°. Ámbito de aplicación. 
Las normas de esta Parte Primera del Código se aplican a todos los organismos y 
entidades que conforman las ramas del poder público en sus distintos órdenes, sectores 
y niveles, a los órganos autónomos e independientes del Estado y a los particulares, 
cuando cumplan funciones administrativas. A todos ellos se les dará el nombre de 
autoridades. 
58 En variados ordenamientos se denomina retiro de los actos administrativos. 
59 OP. CIT p. 420. 
60 Ib. Ídem.  
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iii) cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona; y, que en términos 
generales hoy se extiende hasta la posibilidad con que cuenta la administración 
pública para corregir sus propios yerros de forma unilateral y autónomamente; y que 
distingue: el concepto de derogación, cuando se quiere indicar simplemente la 
desaparición del acto general de la vida jurídica, y que hoy en la doctrina 
administrativa se conoce genéricamente más propiamente, o subrogación, cuando 
se quiere hacer notar que el acto es sustituido por otro61, desapareciendo del 
ordenamiento jurídico aquel; lo que implicaría bajo este contexto una excepción al 
principio de inmutabilidad de los actos administrativos62 tratándose de decisiones 
de contenido general. Sin perjuicio de que dicho instituto actualmente sea concebido 
como un mecanismo de control del principio de legalidad.  
 
Conviene precisar que esta figura jurídica en su expresión general de revocación 
ostenta características propias tales como: el acto administrativo objeto de remoción 
puede ser revocado por las mismas autoridades que lo hayan expedido o por sus 
inmediatos superiores: “jerárquico o funcional”; La revocación directa de los actos 
administrativos a solicitud de parte no procederá por la causal del numeral 1 del 
artículo 93 del CPACA, cuando el peticionario haya hecho uso de la actuación 
administrativa relativa a los recursos previstos en la ley63; puede operar de oficio o 
a solicitud de parte, en el primer supuesto, se basa en la iniciativa propia de quien 
profirió el acto o su inmediato superior; en el segundo evento, la figura no especifica 
la necesidad de legitimación de quien formula la petición, se infiere entonces que 
serán los afectados o terceros con algún interés.  
La revocación podrá cumplirse aparentemente en cualquier tiempo y de cuya única 
limitación de procedencia consiste en que se haya notificado auto admisorio de la 
                                                          
61 Libardo Rodríguez Rodríguez. Derecho Administrativo General y colombiano, Ed. 19. 
Bogotá. Ed. Temis. 2015. Pág. 452 y 453. 
62 OP. CIT Pág. 421. 
63 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 1437. 18, enero, 2011. Por la cual 
se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2011. No. 47956. CPACA. Artículo 94.  
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demanda64, pero se aclara que no será pasible de revocación la solicitud de parte 
cuando haya operado la caducidad para el control judicial del acto;65 la misma 
norma establece que la autoridad deberá resolver dentro de los dos meses 
siguientes a su presentación la solicitud de revocación66, lo cual no implica que la 
autoridad pierda la competencia si no resuelve la solicitud en dicho término, sino 
que le genera responsabilidad; además de acuerdo al artículo 96 ibídem, en cuanto 
a la decisión de petición de revocación de un acto, esta no revivirá términos para 
acudir ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, ni dará lugar a la 
aplicación del silencio administrativo67; igualmente, el legislador estableció que la 
respuesta a la solicitud de revocación, no será susceptible de recursos68.  
Así mismo se destaca que sus efectos son ex nunc cuando la revocación es 
adelantada por razones de oportunidad o inconveniencia69. No obstante, deberá 
tenerse muy en cuenta la causal que da lugar a ella pues, de basarse en la causal 
de inconstitucionalidad o ilegalidad deberá dicha decisión asimilarse en sus efectos 
a la declaratoria de nulidad decretada por el juez, siendo sus efectos ex tunc.70  
 
2.2.4. Del procedimiento reglado de revocación de actos de carácter particular 
y concreto. 
 
Por su parte, atendiendo nuestro estudio tenemos que, al día de hoy,  cuando se 
trate de la revocación de actos administrativos de carácter particular y concreto, se 
                                                          
64Ibíd. Artículo 95.  
65 Ibíd. Artículo 94. 
66 Ibíd. Artículo 95. Inciso 2. 
67 A diferencia de lo regulado en el artículo 96 de la Ley 1437 de 2011 en el que se señala 
expresamente que ni la petición de la revocación de un acto ni la decisión que sobre ella 
recaiga darán lugar a la aplicación del silencio administrativo, el artículo 738-1 del Estatuto 
Tributario dispone que, si dentro del término de 1 año no se profiere decisión, se entenderá 
resuelta a favor del solicitante, debiendo ser declarado de oficio o a petición de parte el 
silencio administrativo positivo. 
68 OP. CIT Artículo 95. Inciso 3.  
69 OP. CIT. P. 425 y 426 
70 OP. CIT P. 425   
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contempla -art. 97- un requisito sine qua non71, cual es, contar con el concurso, la 
anuencia o manifestación de la voluntad previa, expresa y escrita del titular del 
derecho, y que literalmente se denomina “Consentimiento”, es decir, será necesario 
pedir y obtener el acuerdo del beneficiario para que se pueda proceder a revocarlo; 
lo que visto desde otra óptica denota una prohibición para que tales actos sean 
revocados por la propia autoridad o su superior funcional o jerárquico sin el 
consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular, ordenándose 
entonces que es necesario contar con dicha expresión de voluntad del favorecido; 
y estando claro que esta aprobación debe ser previa, esto es, anterior a la adopción 
de la decisión; debe ser expresa, pues no puede suponerse a partir del silencio o 
                                                          
71 El consentimiento del titular del acto no siempre es indispensable para que la 
administración proceda a revocar el acto administrativo, esto debido a que la Ley 1437 de 
2011 en su artículo 97 señala que será necesario salvo las excepciones que establezca la 
Ley. Al respecto:  
Artículo 97. Revocación de actos de carácter particular y concreto. Salvo las 
excepciones establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea expreso o ficto, 
haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o 
reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento 
previo, expreso y escrito del respectivo titular. (se subraya). 
En ese orden de ideas, durante el desarrollo de la presente investigación se encontraron 
en el ordenamiento interno colombiano tres eventos en los cuales la Ley habilita a la 
administración para revocar los actos administrativos particulares sin necesidad del 
consentimiento del titular, los cuales a continuación  se enunciaran a modo informtativo: 
• El primer caso a enunciar se encuentra en el artículo 19 de la Ley 797 de 2003 que 
reformó algunas disposiciones del sistema general de pensiones previsto en la Ley 100 
de 1993, el cual reza: 
Artículo 19. Revocatoria de pensiones reconocidas irregularmente. (…) En caso de 
comprobar el incumplimiento de los requisitos o que el reconocimiento se hizo con base 
en documentación falsa, debe el funcionario proceder a la revocatoria directa del acto 
administrativo aun sin el consentimiento del particular y compulsar copias a las 
autoridades competentes”. (Se resalta).  
• Un segundo caso de excepción se encuentra en el procedimiento de exclusión del 
Registro de Víctimas (RUV). En ese caso, la Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas) 
establece en su artículo 157: “Igualmente, si el acto hubiere sido obtenido por medios 
ilegales, tales autoridades podrán solicitar, en cualquier tiempo, la revocatoria directa del 
acto para cuyo trámite no es necesario obtener el consentimiento del particular 
registrado”. (Se resalta). 
• El tercer caso se encuentra en el inciso 3° artículo 9° de la Ley 1150 de 2007, que autoriza 
la revocatoria directa del acto de adjudicación del proceso de selección pública cuando 
sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad o si se demuestra que el acto se obtuvo por 
medios ilegales, y en todo caso, en protección del interés general. 
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de la inactividad del interesado; y escrita, por su oposición a la validez de su 
expresión oral, constituyéndose en una solemnidad, sin perjuicio de la expresión de 
voluntad mediante mensaje de datos72; seguidamente se prevé ante la respuesta 
negativa del consentimiento, o de considerarse que el acto ocurrió por medios 
ilegales o fraudulentos la autoridad lo podrá demandar ante el juez administrativo 
en ejercicio de la llamada acción de lesividad73, sin necesidad de agotar 
previamente la instancia prejudicial de la conciliación y solicitará al juez su 
suspensión provisional, de cuyos efectos se siguen la cesación de dicho 
reconocimiento o de la situación jurídica, hasta la espera del pronunciamiento 
definitivo por parte de dicha jurisdicción.  
 
Toda ésta regulación, y en su conjunto cada una de estas reglas se dirigen a 
garantizar la seguridad jurídica que implica la firmeza de los actos administrativos 
de contenido particular y de aquellas decisiones públicas, al hacer gala de la regla 
general de inmutabilidad o intangibilidad 74de los derechos subjetivos reconocidos 
por la administración a través de un acto administrativo de contenido personal, y 
solo excepcionalmente quebrantar y soslayar dicho principio cuando la ley 
expresamente lo establezca bajo el componente positivista y extraordinario, para 
diferenciarse así de la aplicación invertida de la regla cuando se trata de actos 
generales, impersonales y abstractos, pues acá la regla deviene ser lo que allá es 
la excepción.  
Todo ello en la necesidad de proteger la integridad del orden jurídico, la buena fe y 
los derechos adquiridos de los particulares75, en especial, se observa que la norma 
                                                          
72Cfr. Arboleda Perdomo, Enrique José. Comentarios al Nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 2ª ed. Bogotá: Legis S.A. 2012.pág. 154.  
73Colombia. Consejo de Estado. Sección tercera, Subsección C. Consejero ponente: Jaime 
Orlando Santofímio Gamboa. Sentencia del 9 de julio de 2014. Radicación: 
660012331000200900087 02, Referencia: 47830. Actor: municipio de Pereira, Demandado: 
Elizabeth Hoyos, Naturaleza: apelación sentencia de nulidad. 
 
75 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-168 de 1995. Magistrado Ponente Carlos 
Gaviria Díaz 
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en la que se encuentra inmerso este procedimiento si bien no dispone de un término 
para que el administrado pueda otorgar o no el mencionado consentimiento, 
contiene un parágrafo que establece una clara advertencia para que en dicho 
trámite se garanticen los derechos de audiencia y defensa, tal vez con la clara 
intención de evitar la experiencia empírica de abuso de las facultades de la 
administración, pero sin señalar un procedimiento específico, como si lo preveía la 
legislación anterior que contenía una regulación especial –CCA art. 7476- que 
condicionaba el procedimiento de revocación del acto particular, al cumplimiento del 
procedimiento administrativo general previo, establecido para la expedición de los 
actos administrativos y para las actuaciones de oficio. 
Condicionamiento que constituía una remisión expresa y habilitante para suplir los 
vacíos existentes en el trámite y procedimiento de revocación de los actos de 
carácter particular y concreto. 
   
2.2.5. Análisis jurisprudencial del procedimiento de revocación de actos de 
carácter particular y concreto.  
 
De vieja data la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional ha sido 
explícita en la concepción de la irrevocabilidad de los actos administrativos de 
carácter particular y concreto sin el consentimiento del particular en los términos 
señalados en la ley. Bajo este contexto ha dicho la Corte, en sentencia hito: 
 
“Sabido es, que la mutabilidad o inmutabilidad de los actos administrativos, ha 
sido aceptada por la doctrina, teniendo en cuenta, el sujeto a quien están 
dirigidos. Es así, que, en los actos administrativos de carácter general, 
                                                          
76 Colombia. Presidencia de la República. Decreto 01. (02, enero, 1984). Por el cual se 
reforma el Código Contencioso Administrativo. Diario oficial. Bogotá. 1984. No. 36439. 
Artículo 74. Procedimiento para la revocación de actos de carácter particular y concreto. 
Para proceder a la revocación de actos de carácter particular y concreto se adelantará la 
actuación administrativa en la forma prevista en los artículos 28 y concordantes de este 
Código. (…) 
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tendientes a producir efectos a todo el conglomerado social, o a una parte de 
él, son esencialmente revocables por parte de la administración, una vez se 
realice la valoración de las circunstancias precisas, para que la administración 
proceda a revocar sus propios actos. 
No sucede lo mismo con los actos de contenido particular y concreto, que crean 
situaciones y producen efectos individualmente considerados, los cuales no 
pueden ser revocados por la administración, sin el consentimiento expreso del 
destinatario de esa decisión, según lo dispone el artículo 73 del C.C.A., el cual 
preceptúa que para que tal revocación proceda, se debe contar con la 
autorización expresa y escrita de su titular” 77. 
 
Y diáfanamente agrega:  
 
“Y ello se entiende, en aras de preservar la seguridad jurídica de los asociados, 
como quiera, que las autoridades no pueden disponer de los derechos 
adquiridos por los ciudadanos, sin que medie una decisión judicial, o que se 
cuente con la autorización expresa de la persona de la cual se solicita dicha 
autorización, en los términos establecidos en la ley”.78 
 
En otra decisión reitera:  
“Es decir que para esta Corporación, atendiendo el principio de buena fe 
y la presunción de legalidad que ostentan los actos de la administración, 
amén de tener en cuenta razones de seguridad jurídica y de respeto a 
las situaciones  jurídicas subjetivas que han quedado consolidadas en 
cabeza de una persona mediante decisiones en firme, salvo una 
evidente violación del ordenamiento jurídico, un acto de carácter 
                                                          
77 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-347 de 1994. Magistrado Ponente 
Antonio Barrera Carbonell. 
78 Ibíd.   
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particular y concreto solo podrá ser revocado con el consentimiento 
expreso del particular”79. 
 
Y reafirma:  
 
“Razones de seguridad jurídica y de respeto a los derechos adquiridos o de las 
situaciones jurídicas subjetivas que han quedado consolidadas en cabeza de 
una persona, como también la presunción de legalidad de las decisiones 
administrativas en firme, avalan el principio de la inmutabilidad o intangibilidad 
de los derechos subjetivos reconocidos por la administración a través de un 
acto administrativo”80.  
 
De esta posición de la Corte, se desprende una consistencia jurídica y conceptual, 
que al tenor de su pertinencia, resulta aplicable al sub judice, en la forma como 
permite deslucir la constitucionalidad de la disposición normativa acusada –art. 97 
CPACA-, así como la abierta inconstitucionalidad de limitar, restringir o coartar 
garantías constitucionales como el principio y derecho al debido proceso 
administrativo, el derecho de audiencias y defensa, el principio y derecho a la 
igualdad, así como los derechos adquiridos con justo título. Resulta muy difícil 
adicionar argumentos distintos a los expuestos por esta Honorable Corporación, 
cuales están pletóricos de buen sentido jurídico y que compartimos en su totalidad. 
 
En esa misma línea se ha ubicado el Consejo de Estado al reafirmar la imposibilidad 
la imposibilidad de la administración de revocar directamente un acto administrativo 
aun cuando considere que se ha obtenido ilegalmente, sin que medie el 
consentimiento previo por parte del titular del mismo, ya que, sin tal requisito, y ante 
                                                          
79 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-276 de 2000 Magistrado Ponente. Alfredo 
Beltrán Sierra. 
80 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-347 de 1994. Magistrado Ponente Antonio 
Barrera Carbonell. 
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la necesidad de que cesen sus efectos, tendrá la imperiosa necesidad de enjuiciarlo 
en la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
  
Al respecto, se tiene que: 
 
“De otro lado, para efectos de revocar los actos de contenido general, basta 
con que la administración decida revocarlos. Por el contrario, al tratarse de 
actos de contenido particular y concreto, la normatividad contencioso 
administrativa ha determinado un procedimiento reglado, en razón de la 
creación de situaciones subjetivas, individuales y concretas de los 
administrados sobre un derecho protegido por la Constitución Política, la 
cual en su artículo 58 consagra que “(…) se garantizan (…) los derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles (…)”.81 
 
Igualmente sostiene que: 
“Así las cosas, en vigencia de la Ley 1437 de 2011 la administración sólo 
podrá revocar un acto administrativo de carácter particular, en los 
eventos en que cuente con el consentimiento del administrado. En caso 
contrario, deberá cuestionar su constitucionalidad o legalidad a través 
del respectivo medio de control, en los términos del artículo 97 ibídem.”82   
 
Y como corolario de lo anterior señala:  
 
                                                          
81 Colombia. Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia del 22 de 
julio de 2014. Exp. 1231-13. Consejero Ponente: Gerardo Arenas Monsalve  
82 Colombia. Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia del 15 de agosto de 2013. Exp. 
2166-07. Consejero Ponente: Gerardo Arenas Monsalve 
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“En lo que respecta a la posibilidad con que contaba la administración 
para revocar actos administrativos de carácter particular, en los eventos 
en los que concurría alguna de las causales de revocatoria ya citadas, 
para el caso de los actos fictos positivos, o si fuere evidente la ilegalidad 
en su expedición, la misma desaparece del nuevo estatuto de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”.83 
 
  
3. CAPITULO SEGUNDO:  
DE LA EXISTENCIA DE UN VACÍO NORMATIVO EN EL ARTÍCULO 97 DE 
LA LEY 1437 DE 2011 Y SU CONFIGURACIÓN COMO OMISIÓN 
LEGISLATIVA 
3.1. De la existencia de un vacío normativo 
3.1.1. De la existencia de un vacío normativo en el artículo 97 del CPACA: 
Mediante la Ley 1437 de 2011, se expidió el nuevo “Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” –en adelante CPACA–. Estatuto 
que si bien se representa en un solo articulado consecutivo y progresivo, se 
encuentra al mismo tiempo dividido o fraccionado en dos grandes “PARTES84”, esto 
es, del artículo 1º al 102, y con una extensión de V Títulos se integra la Parte 
Primera denominada: “Procedimiento Administrativo", y la Parte Segunda 
denominada: “Organización de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo y de sus funciones jurisdiccional y consultiva", correspondiente 
al articulado 103 al 309, regula el proceso contencioso administrativo en sí mismo.  
                                                          
83 Colombia. Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia del 6 de agosto de 2015. Exp. 
0376-2007. Consejero Ponente: Gerardo Arenas Monsalve 
84 El Código anterior “CCA” hacía referencia a la denominación de “LIBROS”, primero y 
segundo. 
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Nótese que si bien se trata de dos compendios normativos (Parte Primera - Parte 
Segunda), se integran en un solo cuerpo normativo,85 al interior del desarrollo 
visiblemente sistemático de ésta Ley, pues dichas materias se complementan, se 
desarrollan, se entrelazan, se armonizan y se integran en un solo régimen de 
derecho administrativo. 
 
Visto así, tenemos que el CPACA en su Parte Primera (arts. 1…102) al regular de 
forma general el procedimiento administrativo que deben seguir las autoridades 
contempladas en el artículo 2º ibídem, no prevé la existencia de una norma con 
contenido de remisión expresa que regule o supla los aspectos no contemplados en 
la parte primera de este cuerpo normativo ante un vacío existente -como si se 
evidencia en la Parte Segunda del Código al prever indistintas remisiones expresas 
de lo no regulado, orientan la aplicación de las normas del Código de Procedimiento 
Civil y/o Código General del Proceso86, y que de ser compatibles con la naturaleza 
                                                          
85  En Colombia se trata de un solo cuerpo normativo, una sola Ley que integra dos 
compendios o estatutos normativos. Pues si bien se tiene como referente a Costa Rica 
como nuestro mentor en el régimen derecho administrativo contemporáneo    -no histórico-
, para estos, dicho orden administrativo está dado en dos leyes diferentes, una para cada 
compendio normativo, por un lado la Ley Nº 6267 de 1978 General de la Administración 
Pública, y por otro, la Ley Nº 8508 de 2006, Código Procesal Contencioso-Administrativo 
“CPCA” que empezó a regir a partir del 1 de enero de 2008. 
 
86 A este respecto pueden destacarse las siguientes remisiones expresas del CPACA: 
 
Artículo 242. Reposición. Salvo norma legal en contrario, el recurso de reposición 
procede contra los autos que no sean susceptibles de apelación o de súplica. 
 
En cuanto a su oportunidad y trámite se aplicará lo dispuesto en el Código de 
Procedimiento Civil.  
 
Artículo 245. Queja. Este recurso procederá ante el superior cuando se niegue la 
apelación o se conceda en un efecto diferente, para que lo conceda si fuera procedente o 
corrija tal equivocación, según el caso. Igualmente, cuando no se concedan los recursos 
extraordinarios de revisión y unificación de jurisprudencia previstos en este Código. Para 
su trámite e interposición se aplicará lo establecido en el artículo 378 del Código de 
Procedimiento Civil.  
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misma del procedimiento administrativo general le sean aplicables de manera 
expresa, subsidiaria o supletoria sin perjuicio de la eventual aplicación de normas 
de carácter especial que deban privilegiarse y que se encuentren consignadas en 
otros estatutos. Así las cosas, la ausencia de una remisión expresa, como la 
insuficiencia de dar aplicación “tácita” ante un vacío existente en la norma, no son 
subsanadas. 
 
Bajo esta precisión tenemos, que dicho cuerpo normativo en su parte primera del 
Título III Capítulo IX (artículos 93 a 97), regula el procedimiento para la revocación 
de los actos administrativos, al tiempo distingue su procedencia tratándose de actos 
administrativos en su forma general o abstracta (art. 93 CPACA), y de aquellos en 
su expresión personal o subjetivo bajo el carácter particular y concreto, sin perderse 
de vista que en este último estadio se trata de un trámite eminentemente reglado; 
sin embargo, llama la atención que esta regulación no prevea una medida o regla 
tratándose de aquellos aspectos no contemplados y que puedan conducir y/o 
evidenciar un vacío normativo dado su alcance y efectos, mucho menos se alude a 
la forma como se suplen por vía de una remisión expresa o tácita las deficiencias 
de su regulación, lo que lleva a inferir la existencia de una omisión del legislador. 
A tal efecto, es mayor la tensión si salta a la vista que en el procedimiento de 
revocación de los actos administrativos de carácter particular y concreto (art. 97, 
ibíd) no se haya señalado un término para que el titular del derecho contenido en 
un acto consienta ante la solicitud de su revocación, vale decir, no se reguló, mucho 
menos se fijó o estipuló un plazo, razonable o no, para que dicho beneficiario 
                                                          
Artículo 227. Trámite y alcances de la intervención de terceros.  En lo no regulado en 
este Código sobre la intervención de terceros se aplicarán las normas del Código de 
Procedimiento Civil.   
 
Artículo 299. De la ejecución en materia de contratos y de condenas a entidades 
públicas. Salvo lo establecido en este Código para el cobro coactivo a favor de las 
entidades públicas, en la ejecución de los títulos derivados de las actuaciones 
relacionadas con contratos celebrados por entidades públicas, se observarán las reglas 
establecidas en el Código de Procedimiento Civil para el proceso ejecutivo de mayor 
cuantía. 
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exprese o manifieste su voluntad positiva o negativa, por tanto, no se cuenta hoy 
con una regulación específica en la materia, aduciéndose la inexistencia de un 
término, y subsecuentemente configurándose un vacío normativo.  
 
3.1.2. Premisas para considerar la existencia de un vacío normativo en el 
procedimiento de revocación directa de actos administrativos de carácter 
particular y concreto. 
La consideración de la existencia de un vacío normativo en el procedimiento de 
revocación directa de actos administrativos de carácter particular y concreto, debe 
verse a partir de las siguientes premisas:   
 
(I) No existe en la parte primera del Código (arts. 1…102) una norma o disposición 
con contenido de remisión expresa que supla los aspectos no contemplados, o 
regule sus vacíos normativos, considerándose la hipotética compatibilidad del 
procedimiento administrativo general con otros procedimientos especiales o 
generales estatuidos en otros cuerpos normativos;   
 
(II) No existe una remisión expresa para regular los aspectos no contemplados del 
trámite de revocación directa de los actos administrativos de carácter particular 
y concreto, o con el claro propósito de suplir los vacíos normativos de dicho 
procedimiento específico. 
 
(III) No existe una norma o disposición que supla los vacíos normativos del 
procedimiento de revocación directa de los actos administrativos, o que regule 
los aspectos no contemplados de la revocación directa de los actos 
administrativos de carácter particular y concreto a la cual se pueda acudir para 
tal propósito. 
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(IV) La remisión expresa a la que alude el artículo 30687 del CPACA contenida en 
su parte segunda, no es aplicable al trámite y regulación de la revocación  directa 
ni general, ni particular, pues en su marco de aplicación atañe exclusivamente a 
la parte segunda del código, en especial, al proceso contencioso administrativo 
y a las actuaciones judiciales que correspondiendo a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, ostenten un grado de compatibilidad con los 
procesos señalados en el Código de Procedimiento Civil, excluyéndose de suyo, 
tanto la extensión a la parte primera del código, como en sí mismo, su aplicación 
al procedimiento administrativo general y/o especial contenido en la parte 
primera. En conclusión, las remisiones expresas encontradas en el CPACA 
están consagradas solamente para su aplicación en sede judicial y no en sede 
administrativa.    
 
(V) A su turno, con relación al término al que se refiere el segundo inciso del artículo 
95 del CPACA, el cual reza:  
 
“Las solicitudes de revocación directa deberán ser resueltas por la 
autoridad competente dentro de los dos (2) meses siguientes a la 
presentación de la solicitud.” 
 
Se desprende del análisis hermenéutico de esta norma, que el término descrito en 
ella atañe exclusivamente a las solicitudes de revocación directa que se les 
formulan a las autoridades administrativas.  
 
Por lo tanto, la norma en comento no es aplicable, ni está cobijando el trámite de 
revocación directa cuando éste es iniciado de oficio, sino que regula la revocación 
                                                          
87OP. CIT Artículo 306 Aspectos no regulados. En los aspectos no contemplados en este 
Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la 
naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. 
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directa que es iniciada a solicitud de parte. En otras palabras, no cobija ni da lugar 
a aplicación al trámite de revocación directa cuando esté en cabeza del 
administrado pronunciarse, cuando deba manifestarse ante la solicitud de 
consentimiento a él realizada, sólo regula las solicitudes en las cuales debe 
pronunciarse la administración.  
 
Bajo todas estas premisas, puede decirse que existe un vacío normativo en la 
disposición legal contenida en el artículo 97 de la Ley 1437 de 2011. 
 
3.2. Vacío normativo “en ejercicio” del Control de Convencionalidad. 
La no estipulación de un término por parte del legislador para que el administrado 
se manifieste cuando autoridades administrativas lo requieran para solicitar su 
consentimiento y posteriormente proceder a revocar el acto administrativo del cual 
era el titular, resulta contrario al derecho de todo ciudadano a un debido proceso 
administrativo, derecho fundamental consagrado en el artículo 29 constitucional y a 
su vez por el artículo 8.1. de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
norma convencional que señala:  
Artículo 8 
1. “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro 
de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de 
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 
carácter”.88 (se destaca) 
 
En suma, la ausencia de término que aquí se predica, impide el goce efectivo por 
parte de los administrados de las garantías que conforman el derecho fundamental 
                                                          
88 Convención Americana de Derechos Humanos. Costa Rica. Noviembre de 1969. Artículo 
8.  
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al debido proceso administrativo e igualmente imposibilita la determinación o 
certeza de sus derechos u obligaciones que en el proceso de revocación de acto 
administrativo se discuten.  
De lo anterior, se configura una falta al deber del Estado de adoptar las medidas 
necesarias para el efectivo cumplimiento de los derechos que en la Convención 
Americana de Derechos Humanos se instituyeron.89 
En este sentido la garantía de efectividad de los derechos, implica la existencia 
misma de procedimientos legales preestablecidos, y en el mejor de los casos de 
procedimientos ante la administración reglados, para lograr el amparo del Estado 
contra actos que violen los derechos fundamentales de los administrados, 
precisamente por encontrarse en ejercicio de funciones públicas90, y en todo caso, 
el derecho que tiene el administrado de participar en la actuación administrativa que 
lo afecta con las debidas garantías y en lo que nos atañe al sub judice de contar 
con un plazo razonable para manifestar su voluntad9192. En la Constitución Política 
la garantía de protección de debido proceso administrativo con las formas propias 
                                                          
89 Convención Americana de Derechos Humanos. Costa Rica. Noviembre de 1969. 
Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos: 
1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. Si en el ejercicio de 
los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, 
con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, 
las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades. 
90 Convención Americana de Derechos Humanos. Costa Rica. Noviembre de 1969.Artículo 
25  
91 Convención Americana de Derechos Humanos. Costa Rica. Noviembre de 1969. 
Artículo 8.1.  
92 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Diciembre de 1966. Artículo 14 
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de audiencias y defensa nos la da el artículo 29, pues de lo que se trata es de evitar 
procedimientos imprevistos o repentinos que conduzcan al uso de la arbitrariedad.    
 
Del mismo modo nuestra legislación al acoger en su bloque de constitucionalidad a 
la Convención Americana de Derechos Humanos en su integridad, debe atender 
fielmente sus postulados, en ese orden de ideas, aterrizando al tema objeto de 
estudio, hay que hacer alusión al artículo 24 de la precitada Convención, el cual 
abarca lo concerniente al derecho a la igualdad. Dicha norma es congruente con el 
artículo 13 Superior, y del mismo modo el postulado en comento guarda estricta 
consonancia con el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, que obviamente desarrolla el derecho referido. 
 Se expresó en líneas que anteceden que es pertinente hablar de este derecho 
fundamental por considerarlo apropiado dentro de la estructura del sub judice en el 
entendido que una de las posibles consecuencias que se pueden presentar en la 
dinámica del ejercicio de la revocación directa, es precisamente que una autoridad 
puede, a su arbitrio, conceder un término distinto al que podría conceder otra (del 
mismo modo arbitrario), configurándose que, para casos análogos se otorgue un 
lapso diferente y por ende se desvirtúa el derecho a la igualdad.  
Precisamente el artículo 26 del PIDCP que reza: 
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación 
a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación 
y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social”. 93(Resaltado y subrayado fuera de 
texto). 
                                                          
93 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Diciembre de 1966. Artículo 26 
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El texto resaltado de la norma, fundamenta lo esbozado en el párrafo anterior, 
haciendo énfasis en que lo que se invoca es la protección igualitaria que debe 
emanar de la Ley para todo el conglomerado social; contrario sensu la actualidad 
muestra que bajo la omisión legislativa relativa en que ha incurrido el legislador por 
no estipular un plazo para que el titular del derecho contenido en un acto 
administrativo consienta o no sobre la revocación del mismo, permite aflorar 
situaciones que van en contravía del precepto constitucional y convencional 
mencionado ya que el llamado a esa “igual protección de la ley” (art. 24  CADH y  
art. 26 PIDCP) o en palabras de la Constitución Política: “ recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades” (art. 13 CP.) queda en el limbo dentro del 
andamiaje jurídico colombiano, comoquiera que al no existir término, es factible que 
los administrados queden a merced de la decisión de una autoridad que 
desconozca la igualdad que debe imperar en su actuar y consecuentemente 
resulten sin el amparo legal que en esos preceptos normativos se predica. 
 
3.3. De la configuración de la omisión legislativa relativa. 
En este estado de la investigación, conviene precisar que las omisiones legislativas 
pueden ser absolutas o relativas. Se tiene que una omisión legislativa absoluta se 
presenta 
“En caso de falta absoluta de regulación legal, cuando no pesa sobre el 
legislador el deber constitucional de proferir una determinada norma”. Este 
tipo de omisión legislativa no puede ser objeto de demanda de 
inconstitucionalidad, porque “el juicio de constitucionalidad esencialmente 
consiste en la comparación entre dos textos normativos, uno de rango legal y 
otro constitucional, de manera que la inexistencia del primero lógicamente 
impide adelantar tal proceso comparativo propio del control abstracto de 
constitucionalidad de las leyes”94. 
 
 
                                                          
94 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-173 de 2010. Magistrado Ponente Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub   
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Por su parte, la omisión legislativa relativa tiene lugar cuando “al regular o construir 
una institución omite una condición o un ingrediente que, de acuerdo con la 
Constitución, sería exigencia esencial para armonizar con ella, y puede ocurrir de 
varias maneras:95  
 
1. “cuando la ley favorece a unos grupos y perjudica a otros. 
2. cuando la ley excluye de manera expresa o tácita a un grupo de personas 
de los beneficios que otorga al resto. 
3. cuando la ley, al regular una institución, omite una condición o 
ingrediente que, conforme a la Constitución, es una exigencia esencial 
para armonizar con ella.” 96(se resalta) 
 
De acuerdo a lo analizado hasta el momento y en atención al numeral tercero arriba 
resaltado, resulta pasible señalar que la carencia en la norma (artículo 97 de la Ley 
1437 de 2011) de un término en el trámite iniciado de oficio para solicitar el 
consentimiento del titular de un acto administrativo de carácter particular y concreto, 
para proceder a su revocación directa, constituye lo que en esencia es una omisión 
legislativa relativa, en el entendido que la norma en comento omite una condición 
o ingrediente que, conforme a la Constitución, es una exigencia esencial para 
armonizar con ella; lo anterior comoquiera que al no existir un término o plazo, 
aunado a no preceptuar una remisión expresa a fin que se surta esa etapa, 
indefectiblemente se muestra incompleta, lo que arroja que dicho trámite quedará 
inconcluso de no existir voluntad del titular de pronunciarse ante la solicitud a él 
realizada.  
 
                                                          
95 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-351 de 2013. Magistrado Ponente Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub  
96 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-543 de 1996. Magistrado Ponente Carlos 
Gaviria Díaz   
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El ingrediente al que se hace referencia como faltante de la norma, es precisamente 
un término o plazo determinado o determinable para que el administrado –titular del 
acto subjetivo- se manifieste emitiendo su pronunciamiento positivo o negativo 
según disponga su voluntad, ante la solicitud que le hiciere una autoridad 
administrativa con el objeto de revocar directamente el acto administrativo que le 
favorece.  
 
Esta circunstancia afecta la garantía y la efectividad de los principios, derechos y 
deberes constitucionales, en especial de lo dispuesto en el artículo 89 superior, ya 
que, no solo el Estado tiene la obligación de facilitar las condiciones para el disfrute 
y goce del derecho –ha dicho la Corte “deber de realización del derecho”97 – sino, 
garantizar y hacer efectivo su protección y respeto, al punto que debe la ley 
específicamente establecer los procedimientos que siendo necesarios propugnen 
por la protección de los derechos individuales, colectivos y de grupo, así como la 
integridad del orden jurídico.98 Deber que al igual se encuentra previsto en tratados 
internacionales de derechos humanos que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad (art. 1.1, 2, 8.1 y 24 de la CADH, art. 2 PIDCP y 2.1 PIDCESC) 
e integran el concepto de convencionales, y en los artículos 2, 13 y 29, de la 
Constitución. 
 
Ahora bien, este ingrediente se exige dado que, así como el legislador estableció 
el consentimiento del titular como requisito para que proceda la revocación directa 
de su acto, de la misma manera se entiende que ese requerimiento debe coexistir 
con el término para efectuarlo, esto con el propósito de determinar plenamente el 
extremo temporal dentro del cual se deberá emitir el correspondiente 
                                                          
97 Cfr. Colombia. Corte Constitucional, Sentencia C-367 de 2014. Magistrado Ponente. 
Mauricio González Cuervo. 
98 Colombia. Asamblea Nacional Constituyente. (04, julio de 1991). Constitución Política de 
Colombia. Artículo 89. Además de los consagrados en los artículos anteriores, la ley 
establecerá los demás recursos, las acciones, y los procedimientos necesarios para que 
puedan propugnar por la integridad del orden jurídico, y por la protección de sus derechos 
individuales, de grupo o colectivos, frente a la acción u omisión de las autoridades públicas. 
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pronunciamiento por parte del beneficiario del acto, a fin de no hacer nugatoria la 
aplicación de la figura de la revocación directa. 
 
Esto, aunado a las reglas jurisprudenciales aplicables para la configuración de la 
omisión legislativa relativa dictadas por la Corte Constitucional en donde señaló que 
la misma se configura a partir:  
(i) Existe una norma de la cual se predica el cargo de inconstitucionalidad99:  
Se evidencia con la identificación de la norma sobre la cual recae la omisión 
legislativa relativa: el artículo 97 de la Ley 1437 de 2011.  
 
(ii) Esta norma omite incluir un ingrediente o condición que, de acuerdo con la 
Constitución, resulta esencial para armonizar el texto legal con los mandatos de la 
Carta100:  
De acuerdo a lo hasta aquí expuesto, el legislador, al regular la institución de la 
revocación directa de actos administrativos de carácter particular y concreto, omitió 
definir un término en el cual el administrado, ante la solicitud presentada por la 
autoridad administrativa, se deba pronunciar positiva o negativamente, o en su 
defecto, ante la falta de pronunciamiento, se tenga por no contestada la solicitud.  
Dicha situación puede conllevar en un primer escenario a que las autoridades 
administrativas establezcan unilateralmente el termino en el cual el administrado se 
debe pronunciar, lo que claramente resulta transgresor del principio de legalidad 
que debe regir toda actuación administrativa y da lugar a la arbitrariedad y uso del 
poder dominante de la administración en desmedro de los derechos al debido 
proceso, de audiencia y defensa.  
 
En un segundo escenario la omisión del legislador desvirtúa principios generales 
de la función administrativa por cuanto, al no establecerse un término para el 
                                                          
99 Colombia. Corte Constitucional, Sentencia C-185 de 2002. Magistrado Ponente Rodrigo 
Escobar Gil.   
100 Ibíd.  
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pronunciamiento del administrado, y, ante el silencio de éste, el proceso 
administrativo, se mantendrá en suspenso, en contravía de la eficacia, y celeridad 
que debe caracterizar las actuaciones de la administración.   
 
Puede decir entonces, que el legislador desconoce la obligación estatal de adoptar 
medidas para que “toda persona sea oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por la autoridad administrativa en la sustanciación de cualquier 
actuación administrativa formulada contra ella , o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 
carácter”101. 
 
(iii) La omisión o exclusión de la norma carece de un principio de razón suficiente102  
La omisión de la que adolece la norma estudiada, no está soportada en algún 
sustento ya sea factico o jurídico, ni remisión legal expresa, que permita justificar la 
inexistencia del termino para que el administrado se pronuncie en relación a la 
solicitud de consentimiento para la revocación directa del acto del cual es titular.  
 
(iv)  que la falta de justificación y objetividad genere para los casos excluidos de la 
regulación legal una desigualdad negativa frente a los que se encuentran 
amparados por las consecuencias de la norma103: 
La omisión legislativa planteada no goza de justificación u objetividad alguna que 
motive la inexistencia del término para la respuesta del administrado a la solicitud 
de revocación directa propuesta por la administración, en tanto que toda autoridad 
administrativa posee dentro del ordenamiento jurídico términos para su 
pronunciamiento siempre que posea dicha carga. El cual se estima razonable, 
amplio, ajustado a la materia, etc. Se tiene que en el caso objeto de estudio cuando 
                                                          
101 Cfr. Convención Americana de Derechos Humanos. Costa Rica. Noviembre de 1969. 
Art. 8 
102 Colombia. Corte Constitucional, Sentencia C-185 de 2002. Magistrado Ponente 
Rodrigo Escobar Gil.    
103 Ibíd.  
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la carga de dar respuesta recae en el administrado, el legislador no estableció plazo 
alguno para tal fin.  
 
En ese sentido, el administrado se encuentra en una clara posición de desventaja 
pues queda a expensas del término que, en caso de hacerlo, fije arbitrariamente la 
autoridad administrativa solicitante, término que puede no ser equiparable o 
semejante al que tiene la autoridad administrativa para el mismo cometido, 
viéndose con ello afectado el derecho al debido proceso, igualdad, audiencia y 
defensa del administrado. 
 
 
(v) La omisión o exclusión es resultado de incumplir un deber específico impuesto 
por el constituyente al legislador104:  
Se depreca que el origen de la omisión radica en el incumplimiento del legislador 
de un deber especifico impuesto por la constitución, puesto que, el mandato 
estipulado en el artículo 89 superior es claro en preceptuar que la ley establecerá 
los demás recursos, las acciones, y los procedimientos necesarios para que puedan 
propugnar por la integridad del orden jurídico, y por la protección de sus derechos 
individuales, de grupo o colectivos, frente a la acción u omisión de las autoridades 
públicas; y el artículo 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, de 
manera tal que se garantice la efectividad de los derechos y se prevea las medidas 
legislativas o de otro carácter que sean necesarias para hacerlos efectivos. 
En ese sentido, el deber especifico impuesto por la carta al legislador, no fue 
cumplido cabalmente por este, cuya dirección debió estar encaminada a acatar lo 
que de manera imperativa le mostró la norma constitucional en comento en aras de 
propugnar por la integridad del orden jurídico. Dicha norma superior guarda 
estrecha conexión con la función atribuida al congreso descrita en el numeral 
segundo del artículo 150 ibídem, donde se encuentra plenamente definido su rol en 
el asunto bajo estudio. 
                                                          
104 Ibíd.  
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En ese orden de ideas, la fijación de un término para el pronunciamiento del titular 
del acto dentro del procedimiento de revocación directa deviene como componente 
indispensable para la plenitud de ese requisito, de modo que el procedimiento 
pueda consolidarse, y en ese orden, propugnar por la integridad del orden jurídico. 
 
En este sentido la garantía de efectividad de los derechos, implica la existencia 
misma de procedimientos legales preestablecidos, y en el mejor de los casos de 
procedimientos ante la administración reglados, para lograr el amparo del Estado 
contra actos que violen los derechos fundamentales de los administrados, 
precisamente por encontrarse en ejercicio de funciones públicas105, y en todo caso, 
el derecho que le asiste al administrado de participar en la actuación administrativa 
que lo afecta con las debidas garantías, y en lo que atañe al sub judice de contar 
con un plazo razonable para ser escuchado al manifestar su voluntad106107. 
A tal suma, el tenor literal de la norma es muy claro, y evidencia una mayúscula 
desatención del legislador, lo que al tiempo le impide al intérprete apartarse de su 
sentido material so pretexto de consultar su espíritu, permitiendo por lo tanto 
concluir que no se determinó o señaló un término con que cuenta el beneficiario 
para exponer su decisión al respecto; acepción que hoy, dada su carencia, 
categóricamente constituye una omisión legislativa relativa, pues el legislador debió 
tanto preverlo, como advertirlo, y finalmente estipularlo. 
De esta indeterminación se sigue que el legislador omite una condición o ingrediente 
que conforme a la Constitución es una exigencia esencial para armonizar con ella. 
Por lo discurrido, se observa la existencia de un vacío normativo que reúne los 
elementos necesarios para configurar una omisión legislativa relativa. 
                                                          
105 Convención Americana de Derechos Humanos. Costa Rica. Noviembre de 1969. 
Artículo 25. 
106 Ibíd. Artículo 8.  
107 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Diciembre de 1966.  Artículo 14. 
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3.3.1. Del trámite legislativo de aprobación del artículo 97 del CPACA.  
 
Tal como se expondrá, fruto del adelanto de un trabajo exhaustivo, el legislador 
expidió la Ley 1437 de 2011, hoy Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, con el fin de ofrecer un sistema administrativo que 
responda de manera idónea y oportuna a los requerimientos de los ciudadanos, 
todo bajo la luz de la eficacia, la economía y la celeridad, entre otros principios, y 
su armonización con el nuevo enfoque constitucional a la luz de la Carta Magna de 
1991. 
 
3.3.1.1. Deliberación y aprobación en el Senado. 
Ingresado como proyecto de Ley Nº 198 de 2009 del Senado de la República, su 
Comisión Primera, luego de un juicioso y detallado análisis, aprobó el proyecto de 
Ley el 9 de diciembre de 2009 “por el cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo”. A tal efecto, se tiene que el texto aprobado del artículo sobre la 
revocación directa de actos administrativos de carácter particular y concreto, según 
se publicó fue el siguiente:  
 
“Artículo 98108. Revocación de actos de carácter particular y concreto. 
Salvo las excepciones establecidas en la ley, cuando se pretenda 
revocar un acto administrativo favorable es necesario que se presenten 
alguna de las siguientes situaciones: 
 
1- Que el titular de la situación favorable, otorgue su consentimiento 
expreso y por escrito para la revocación del acto. 
                                                          
108 Se precisa que en la propuesta de reforma inicial el artículo 97 actual del CPACA 
correspondía al artículo 98. Ejusdem.  
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2- Que se trate de un acto ficto, producto del silencio administrativo 
positivo, y con los mismos efectos de una de las causales previstas 
en el artículo 96. 
3- El acto administrativo debe ser promovido como consecuencia de 
manera fraudulenta, engañosa, delictiva del titular de la situación 
favorable. 
 
En los demás casos, cuando la autoridad considere que el acto es 
contrario a la Constitución y a la Ley, deberá demandarlo ante la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. En todos los casos la 
revocatoria del acto administrativo favorable debe producirse desde un 
plazo razonable, y respetando la confianza y el deber legal”. (Se 
subraya y destaca). 
 
3.3.1.2. Observaciones Sala Plena del Consejo de Estado 
 
Seguidamente la Sala Plena del Consejo de Estado realizó observaciones que 
fueron puestas a consideración como parte de la ponencia para discusión en 
segundo debate por la plenaria del Senado y de lo cual se extrae en relación con el 
precitado artículo, en los siguientes términos: 
 
Ponente Coordinador Dr. Héctor Helí Rojas Jiménez: 
 
“Finalmente proponemos una modificación del artículo noventa y siete 
(97) sobre revocación de actos de carácter particular y concretos, para 
señalar que se trata de actos favorables, que no se puede prestar esta 
figura para amparar situaciones producto de fraudes o del engaño de 
quien no da su consentimiento para la revocación, que no se amparará 
en ella, tampoco, la responsabilidad de quienes generan el silencio 
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administrativo positivo y que la decisión se producirá en un plazo 
razonable”. (Se subraya).  
 
 
3.4. De la legislación y régimen anterior de la revocación directa, artículo 74 
del Decreto 01 de 1984, Código Contencioso Administrativo.  
 
La conclusión acerca de la existencia de la omisión legislativa relativa se refuerza 
si se estudian los antecedentes de la disposición acusada, por tanto es preciso 
desde ya advertir y distinguir en cuanto atañe particularmente al centro de debate 
y corresponde al objeto parcial de nuestro estudio: “trámite de revocación de actos 
de carácter particular y concreto”, que el Código Contencioso Administrativo –
anterior– de 1984 a diferencia del CPACA, consagraba 2 artículos relacionados con 
la revocación de actos de carácter particular y concreto que contenían regulaciones 
especiales, así por ejemplo, en el inciso 1º del artículo 73109 –al igual que hoy en el 
inciso 1 del artículo 97 del CPACA- se consagra el principio de inmutabilidad o 
irrevocabilidad de esta clase de actos por regla general, salvo las excepciones 
legales que la misma disposición calificaba, unas de rango o aplicación específica 
                                                          
109 OP. CIT Artículo 73. Revocación de actos de carácter particular y concreto. Cuando un 
acto administrativo haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y 
concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el 
consentimiento expreso y escrito del respectivo titular. Pero habrá lugar a la revocación de 
esos actos, cuando resulten de la aplicación del silencio administrativo positivo, si se dan 
las causales previstas en el artículo 69, o si fuere evidente que el acto ocurrió por medios 
ilegales. Además, siempre podrán revocarse parcialmente los actos administrativos en 
cuanto sea necesario para corregir simples errores aritméticos, o de hecho que no incidan 
en el sentido de la decisión. 
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(3110) señaladas como extraordinarias y otras de tipo o aplicación genérica (3111) 
consignadas en el artículo 69 del CCA, estas últimas coinciden en la redacción del 
artículo 93 del CPACA, con la salvedad que el vigente artículo 97 no le otorga, como 
si lo preveía la norma anterior con carácter excepcional, la facultad a la autoridad 
para revocar directamente sin el consentimiento del respectivo titular estando en 
presencia de estas causales genéricas de revocación, sino que hoy le impone, así 
se lleguen a estimar configuradas, el deber de proceder a enjuiciar su acto ante la 
propia jurisdicción Contenciosa. 
 
A su turno, el C.C.A. en su artículo 74112 establecía ya de forma específica el 
procedimiento para la revocación del acto favorable y reglamentaba el trámite que 
habría de seguirse, ordenándose que para poder proceder a la revocación de actos 
de carácter particular y concreto, debía adelantarse previamente la respectiva 
actuación administrativa de acuerdo con las normas generales previstas en el 
mismo Código para las actuaciones de oficio (arts. 28 y ss.) y de aquellas 
concordantes, pero aun así, ostenta el vacío que se predica de la norma actual el 
cual comporta al imposibilidad de identificar, definir y suplir el término para que el 
titular del derecho consintiera en dicha circunstancia así se acudiera a lo previsto 
para el procedimiento general en materia de oportuna respuesta (art. 6º CCA). 
                                                          
110 Pero habrá lugar a la revocación de esos actos, cuando resulten de: la aplicación del 
silencio administrativo positivo si se dan la si se dan las causales previstas en el artículo 
69, o si fuere evidente que el acto ocurrió por medios ilegales. Además, siempre podrán 
revocarse parcialmente los actos administrativos en cuanto sea necesario para corregir 
simples errores aritméticos, o de hecho que no incidan en el sentido de la decisión.  
 
111 i) Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley.  
ii)  Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él y  
iii) Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. 
 
112 OP. CIT Decreto 01 de 1984. Artículo 74. Procedimiento para la revocación de actos de 
carácter particular y concreto. Para proceder a la revocación de actos de carácter 
particular y concreto se adelantará la actuación administrativa en la forma prevista en los 
artículos 28 y concordantes de este Código. (…) 
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4. CAPÍTULO TERCERO: 
CONSECUENCIAS JURÍDICAS POR LA AUSENCIA DE TÉRMINO PARA LA 
OBTENCIÓN DEL CONSENTIMIENTO DENTRO DEL TRÁMITE DE 
REVOCACIÓN DIRECTA. 
La inexistencia de un plazo determinado y/o determinable para que el titular del acto 
previamente consienta frente a la solicitud que le ha formulado la administración de 
revocatoria directa del acto administrativo particular y concreto que lo beneficia, 
constituye no solo un vacío normativo, pues para el legislador estaba el deber tanto 
de preverlo como de efectivamente estatuirlo, por tratarse de una condición o 
ingrediente que, conforme a la Constitución (art. 89), a la CADH y al PIDCP, es una 
exigencia esencial para armonizar con ellos el disfrute y goce de otros derechos y 
garantías constitucionales, en la medida en que este vacío permite, de un lado, que 
se dilate de manera indefinida e injustificada la decisión al interior del trámite de 
revocación y se afecten principios como la celeridad administrativa, esto desde la 
perspectiva de la administración, como que se transgreda el derecho a la igualdad, 
las garantías del derecho de audiencias y defensa, y se afecte a la postre el derecho 
a un debido proceso administrativo conforme a un procedimiento preexistente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias del procedimiento de revocatoria 
de los actos administrativos, esto desde la perspectiva del administrado. 
 
4.1. Desde la perspectiva de la administración: 
 
4.1.1. Vulneración del derecho fundamental al debido proceso como garantía 
de un procedimiento administrativo sin dilaciones injustificadas. 
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La autoridad administrativa al solicitar el consentimiento para revocar el acto de 
carácter particular y concreto, no puede señalar un término –lapso– para que el 
titular del derecho manifieste su voluntad, pues expresamente no se encuentra 
estipulado dicho plazo en el contenido normativo del artículo 97 del CPACA–, por 
tanto la administración se debe abstener de fijarlo unilateral y/o discrecionalmente, 
en acatamiento del principio de legalidad (arts. 2º, 4º, 6º, 84113, 121, 122, 123 inc. 
2º y 209 C.P.), a la luz de lo cual se entiende que dicho “término” al no ser 
expresamente señalado por la ley es indefectiblemente indeterminado, y 
consecuentemente le será concedido en forma indefinida al beneficiario, pues no 
existe una normativa que lo sujete en el deber legal de pronunciarse en determinado 
lapso, o le imponga tal apremio presuntivo.  
Luego, considerando que el administrado desconoce el límite de tiempo mínimo o 
máximo con que cuenta para manifestarse, pues no le fue otorgado un plazo en la 
solicitud, como tampoco le fue perentoriamente impuesto, ni podía serle 
coaccionado a ofrecerlo, podría decidir tiempo después no responder y/o guardar 
silencio, pues no tiene interés, no ostenta la intención, ni ánimo alguno de renunciar 
de lo ya reconocido o adquirido, gira en desidia y se reserva a su incógnito beneficio 
la adopción de su postura, habida cuenta de una conducta incuriosa que es tanto 
legalmente permitida como empíricamente admitida, sin perjuicio del atentado 
contra sus deberes como administrado (Nº 2 art. 6 CPACA); ora, al no existir un 
término, como tampoco al no señalárselo expresamente la entidad, y dada la 
inexistencia de una disposición normativa que le imponga específicamente al 
administrado el deber legal de pronunciarse en cierto tiempo, conminándolo a 
responder, la postura del beneficiario se tornará tanto impredecible, como 
indeterminada será su decisión al respecto, pues se desconoce cuándo responderá, 
no se sabe si asentirá, ni si tiene la altruista vocación de despojarse de lo que ya le 
fue válidamente otorgado y/o reconocido, circunstancia que torna de igual forma 
                                                          
113 OP. CIT Constitución Política. Artículo 84. Cuando un derecho o una actividad hayan 
sido reglamentados de manera general, las autoridades públicas no podrán establecer ni 
exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio. 
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indefinido en el tiempo su consentimiento; mientras tanto la administración se ceñirá 
en una incertidumbre jurídica de no poder encaminar la actuación administrativa, ni 
tomar una decisión al respecto: “revocar el acto”, ni mucho menos poder proceder 
a enjuiciarlo si ese es el objetivo ulterior. 
Esta deficiencia normativa lesiona en grado sumo el debido proceso administrativo, 
pues constituye un hecho generador de indefinición de la actuación administrativa y 
aduce la dilación injustificada114 de un procedimiento y trámite que por demás al ser 
reglado, la inadvertencia de un término a su interior, lesiona fundados principios de 
la función pública, como: igualdad, celeridad, eficacia y con especial relevancia la 
prevalencia del interés general. Garantías que guardan estrecha relación con el 
postulado de regulación de los derechos y procedimientos reconocidos por mandato 
del artículo 89 superior. 
Así las cosas, dado que el proceso de revocación del acto particular concreto 
requiere inescindiblemente la concurrencia de dos voluntades: de un lado, la 
formulación de “revocar” el acto por parte de la administración, y por otro, la 
manifestación del administrado, se tiene que la no fijación por parte de la Ley de un 
término que imponga al administrado el deber de pronunciarse en determinado 
lapso respecto de la solicitud que le ha sido formulada, afecta gravemente la normal 
marcha de la administración que se encuentra al servicio de los intereses generales, 
y no puede permanecer paralizada, estática, a la espera de una decisión y un 
consentimiento que se torna tanto impredecible como indefinido en el tiempo, 
manteniendo incólumes situaciones que ante la veracidad de los hechos –por 
ejemplo actos ilícitos, una actuación fraudulenta, o uso de medios ilegales- estén 
generando desmedro al erario y deban ser controvertidos en el escenario judicial. 
4.1.2. Vulneración del derecho contra el principio de eficacia de la función 
administrativa. 
                                                          
114 Reconocido por el artículo 29 de la Constitución. 
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El principio de eficacia de la función administrativa está consagrado principalmente 
en el artículo 209 de la Carta Magna, el cual junto a otros principios como el de la 
igualdad, moralidad, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, rige las 
actuaciones de las autoridades administrativas para el adecuado cumplimiento de 
los fines del Estado.  
En desarrollo del principio de eficacia, la actuación eficaz se erige como un 
imperativo que debe estar presente en el servicio al interés general, y la misma sufre 
una amenaza cuando de revocación directa de actos administrativos de carácter 
particular se trata, dado que cuando emerja por cualquier circunstancia la necesidad 
de revocarlos, al no existir un plazo para que el titular se pronuncie sobre el 
consentimiento que para tal fin se le haga, dicha actuación administrativa verá 
desvirtuada la eficacia como principio, teniendo en cuenta que la situación planteada 
no constituye excepción alguna para la aplicación del mencionado principio, pues el 
artículo 209 superior no otorga la posibilidad de ello, es decir es un principio 
obligatorio en todos los órdenes de la administración pública, desde esa 
contextualización se fundamenta su amenaza en lo siguiente:  
I) ante la indeterminación del plazo para que el administrado responda al 
consentimiento solicitado, se trunca la celeridad, conexa de la eficacia, que debe 
imprimir la autoridad administrativa en todas sus actuaciones;  
II) la ausencia de un término para la respuesta del administrado ante la petición de 
consentimiento para revocar el acto que lo favorece, cercena la idea de una 
actuación administrativa eficaz, en el entendido que todas las actuaciones iniciadas 
por la autoridad administrativa por la relevancia que llevan implícita, la cual es la de 
cumplir con los fines esenciales del Estado, no pueden quedar a merced de la 
voluntad o el interés que quiera imponerle el particular titular del acto, ya que no hay 
garantía de no dilación por parte de este, contrario sensu es factible la demora o 
atraso en la resolución de cada caso. En este punto es claro, que no se exige que 
el titular otorgue el consentimiento, ya que bien puede manifestar que no lo otorga, 
sólo que al tenor de los dos primeros incisos del artículo 97 de la Ley 1437 de 2011 
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–CPACA-, es menester la referida respuesta para, si es positiva revocar 
directamente el acto, o si es negativa, demandar su propio acto ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo;  
III) los postulados jurisprudenciales115 sintetizan en términos generales que la 
administración pública debe en su actuar, efectuar o materializar el logro del (los) 
fin(es) u objetivo(s) planteado(s) con su proceder, y la carencia de término legal, 
que delimite la duración con que cuenta el administrado para cumplir con el 
requerimiento de la autoridad administrativa sobre el consentimiento para la 
procedencia de la revocación directa, maniata el propósito de eficacia impuesto a 
esta por la Constitución;  
IV) la inexistencia de término legal para consentir ante la formulación de revocación 
del acto particular y concreto, atenta contra el principio de eficacia de la función 
administrativa, pues es un óbice para la intención de corregir un yerro presentado 
en un acto administrativo de carácter particular y concreto a través de su revocación 
directa, y por ende permite que no cesen sino se extiendan en el tiempo los efectos 
jurídicos de un acto administrativo “viciado” o “imperfecto”, como tampoco permite 
la corrección para la expedición de un acto eficaz,  situación anormal que no es 
congruente con el principio de eficacia el cual lógicamente impone el deber de la 
autoridad administrativa de crear en el escenario jurídico, actos administrativos que 
guarden armonía con un Estado social de derecho como el colombiano. 
A continuación, dos extractos de sentencias recientes de la Alta Corporación 
referentes al precitado principio: 
Sentencia C-826 de 2013 
“En cuanto a los principios de eficacia  y eficiencia, la Corte ha afirmado en 
relación con el primero, que la eficacia está soportada en varios conceptos que 
se hallan dentro de la Constitución Política, especialmente en el artículo 2º, al 
                                                          
115 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-733 de 2009. Magistrado Ponente. 
Humberto Antonio Sierra Porto  
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prever como uno de los fines esenciales del Estado el de garantizar la 
efectividad de los principios, deberes y derechos consagrados en la 
Constitución; en el 209 como principio de obligatorio acatamiento por 
quienes ejercen la función administrativa; en el 365 como uno de los 
objetivos en la prestación de los servicios públicos; en los artículos 256 numeral 
4o., 268 numeral 2º, 277 numeral 5º y 343, relativos al control de gestión y 
resultados. En este sentido, la Sala ha señalado que la eficacia constituye una 
cualidad de la acción administrativa  en la que se expresa la vigencia del estado 
social en el ámbito jurídico-administrativo. Así mismo añade que en definitiva, 
la eficacia es la traducción de los deberes constitucionales positivos en que se 
concreta el valor superior de la igualdad derivado directamente de la nota o 
atributo de socialidad del Estado (…). 
(…) En este orden de ideas, es evidente para esta Corporación que el principio 
de eficacia impide que las autoridades administrativas permanezcan inertes 
ante situaciones que involucren a los ciudadanos de manera negativa para sus 
derechos e intereses. Igualmente, que la eficacia de las medidas adoptadas 
por las autoridades debe ser un fin para las mismas, es decir, que existe la 
obligación de actuar por parte de la administración y hacer una real y 
efectiva ejecución de las medidas que se deban tomar en el caso que sea 
necesario, en armonía y de conformidad con el debido proceso 
administrativo”.116 (se subraya y resalta). 
 
 
Sentencia T-733/09 
“(…) la jurisprudencia de esta Corte ha protegido el denominado “principio de 
eficacia de la administración pública”, según el cual las autoridades 
administrativas ostentan cargas relativas al desempeño de sus funciones, en 
orden a implementar y brindar soluciones a problemas de los ciudadanos. 
Dichos problemas constituyen deficiencias atribuibles a deberes específicos de 
                                                          
116 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-826 de 2013. Magistrado Ponente: Luis 
Ernesto Vargas Silva.  
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la administración, y así las mencionadas soluciones han de ser ciertas, eficaces 
y proporcionales a éstos”. 117 
 
4.2. Desde la perspectiva del administrado: 
 
4.2.1. Transgresión del derecho fundamental al debido proceso como garantía 
de un procedimiento administrativo conforme a leyes preexistentes y con 
observancia de la plenitud de sus formas. 
 
La ausencia de un término para que el administrado se manifieste al interior del 
proceso de revocación del acto administrativo particular y concreto que lo favorece, 
abre un funesto espacio para la arbitrariedad y el despotismo que al generando tal 
grado de indeterminación en este procedimiento quebranta el mandato 
constitucional del debido proceso administrativo (art. 29 C.P.) principalmente en el 
marco de desprotección de los derechos del administrado, que se desarrollan 
desamparados con desconocimiento de las normas de procedimiento y 
competencia establecidas en la Constitución y la Ley, vale decir, necesariamente 
preestablecidas, con el objetivo de evitar procedimientos imprevistos o repentinos, 
o que por su inexistencia conduzcan al uso de la arbitrariedad; subrayando el 
derecho que tiene el administrado de participar en la actuación administrativa que 
lo afecta con las debidas garantías de su procedencia –procedimiento preexistente- 
y en lo que nos atañe al sub judice exige contar con un plazo razonable para 
manifestar su voluntad118119 sin que sea entendida dicha omisión como factor de 
apremio o coerción dado su grado de indeterminación. 
                                                          
117 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia. T- 733 de 2009. Magistrado Ponente: 
Humberto Antonio Sierra Porto. 
118 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Diciembre de 1966.  Artículo 14 
119 Convención Americana de Derechos Humanos. Costa Rica. Noviembre de 1969. Artículo 
8.1 
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En este sentido, la garantía de efectividad de los derechos, implica la existencia 
misma de procedimientos legales preestablecidos, y en el mejor de los casos de 
procedimientos seguidos ante la administración o por la propia autoridad “reglados”, 
y con acatamiento a plenitud de sus formas propias, para lograr el amparo del 
Estado contra actos que simplemente amenacen o violenten los derechos 
fundamentales de los administrados acorde de lo prescrito en el artículo 89 superior, 
que señala el deber del legislador de establecer, además de los mecanismos de 
protección de derechos previstos en los artículos 86 a 88 ibídem, los demás 
recursos, acciones y procedimientos necesarios para la protección de los derechos, 
y dotar de plenas garantías (defensa-contradicción) el adelanto de dicha actuación 
administrativa. 
En este orden, cabe resaltar que el artículo 29 Constitucional determina que el 
concepto de debido proceso «se aplicará no solo a los procedimientos en sentido 
estricto, sino a toda clase de actuación administrativa, poniéndose así de presente 
el amplio carácter tuitivo de esta disposición». En consecuencia, cabe poner de 
presente lo prorrumpido por la H. Corporación Constitucional en relación con la 
definición del derecho al debido proceso, al reiterar su jurisprudencia; a su tenor:  
“Según el artículo 29 de la Constitución Política, el derecho al debido proceso 
comprende: “una serie de garantías con las cuales se busca sujetar a reglas 
mínimas sustantivas y procedimentales, el desarrollo de las actuaciones 
adelantadas por las autoridades en el ámbito administrativo o judicial, con el fin 
de proteger los derechos e intereses de las personas vinculadas, ya que es 
claro que el debido proceso constituye ‘un límite material al posible abuso de 
las autoridades estatales”120.  
 
Y diáfanamente distingue: 
                                                          
120 Cfr. Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-928 de 2010. Magistrado Ponente Luis 
Ernesto Vargas Silva 
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“Esta Corporación se ha referido a este derecho señalando que: “lo integran el 
conjunto de facultades y garantías previstas en el ordenamiento jurídico, cuyo 
objetivo básico es brindar protección al individuo sometido a cualquier proceso, 
de manera que durante el trámite se puedan hacer valer sus derechos 
sustanciales (…)”121. 
Siguiendo esta prescripción constitucional, esta Corte también ha sostenido 
que el derecho al  debido proceso es una garantía de protección a los derechos 
de los administrados y el principio rector de todas las actuaciones judiciales y 
administrativas…”122.  
 
Desde luego que en desarrollo del derecho fundamental al debido proceso el trámite 
de revocación de los actos de carácter particular y concreto establecido en el 
artículo 97 del CPACA tiene que cumplir satisfactoriamente no solo con un proceder 
determinado previamente establecido, y la ritualidad de una etapa preclusiva, sino 
ser la consecuencia lógica y jurídica de un procedimiento reglado surtido con arreglo 
a los postulados del derecho de defensa y audiencia acorde de lo dispuesto en el 
parágrafo ibídem, y de los artículos 13, 29 y 58 superiores.  
Bajo este contexto, al no fijarse un plazo determinado o determinable para consentir 
al interior del trámite de revocación de un acto administrativo particular y concreto, 
que se entiende debe ser un procedimiento eminentemente reglado a la luz de 
salvaguardar los principios de inmutabilidad de los actos administrativos, seguridad 
jurídica y legalidad que, en este caso obran en favor del titular, pues éste confía en 
que sus derechos se mantendrán tanto inmodificables como sujetos a un 
procedimiento legal preestablecido dotado de plenas garantías y con observancia a 
plenitud de sus formas propias y determinadas. 
                                                          
121 Colombia. Corte Constitucional, Sentencia T-068 de 2005. Magistrado Ponente: Rodrigo 
Escobar Gil.  
122 Cfr. Colombia. Corte Constitucional, Sentencia T-545 de 2009. Magistrado Ponente: 
María Victoria Calle Correa.  
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4.2.2. Violación del derecho fundamental al debido proceso administrativo 
como garantía del derecho de audiencia y defensa. 
Los presupuestos que dan lugar al procedimiento administrativo de revocación de 
actos de carácter particular y concreto, no pueden entenderse de manera aislada o 
indeterminada, ni al margen del debido proceso y de las garantías que lo informan 
(derecho de audiencia y defensa), pues dicho trámite se instruye indefectiblemente 
en defensa de los derechos e intereses del administrado, y garante del principio de 
inmutabilidad o intangibilidad de los derechos subjetivos reconocidos por la propia 
administración a través de un acto administrativo; reconocimiento que se puede ver 
amenazado dado el grado de indeterminación de un trámite que se desarrolla 
impreciso e ineficaz, pues sin un término para consentir no hay garantías adecuadas 
ni de la ejecución material de dicho procedimiento de revocación, ni del derecho de 
audiencia y defensa del administrado, a quien, si bien se le reconoce su rol activo 
en la actuación administrativa que es adelantada en su contra, pues se trata de una 
decisión que lo afecta; su anuencia, que es inexcusablemente necesaria, se ve 
reducida y mermada ahora ante el grado de indefinición de la expresión de su 
voluntad en el tiempo, resultando a la postre claramente excesivo que el legislador 
haya guardado silencio en su perjuicio, y que ello hoy constituya un vicio de 
procedimiento insaneable que menoscaba el pleno ejercicio de su derecho de 
defensa y audiencia, como también la efectividad de los derechos legítimamente 
adquiridos y la confianza legítima que informa el articulo 58 superior dada la 
inexistencia de un plazo “razonable” para asentir. 
Por consiguiente, la comentada actuación administrativa, lejos de cualquier posición 
que dé pie a la ambigüedad, la imprecisión o un grado de indeterminación en su 
proceder y trámite, debe encaminarse eficazmente a garantizar los derechos de 
audiencia y defensa del beneficiario, en la forma como, su participación -del todo 
inexcusable- en la actuación, se manifieste con pleno respaldo en garantías 
subjetivas que el Estado está llamado a brindarle.  
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Así, en tanto la jurisprudencia123 ha decantado que el procedimiento de revocación, 
como la decisión misma a este respecto corresponden a un acto reglado, deberá 
inequívocamente surtirse en su ritualidad y formalidad sin vicios y sin afectaciones 
en su proceder legal, conforme dicha regulación esté expresamente acorde con los 
respectivos mandatos constitucionales y legales, particularmente con el debido 
proceso, la buena fe, la irrenunciabilidad de los derechos adquiridos con justo título 
y el derecho a la igualdad, de lo contrario se impide el ejercicio del derecho de 
defensa y audiencia.   
De suerte que el proceso de verificación oficiosa que emprende la autoridad 
administrativa dirigida a la posterior formulación de revocación del acto no puede 
contraerse al capricho, la animadversión o a la simple pretensión arbitraria del 
funcionario competente quien, por ejemplo, prevea o estipule a su arbitrio un término 
para que dicho titular consienta previamente, con la connotación de apremiante o 
imperioso, y suplir dicha deficiencia normativa, lo que claramente aduce la 
desviación de poder que tales móviles pueden encarnar en detrimento de las 
garantías Constitucionales de audiencia y defensa que se instruyen a su favor. 
En este sentido, el debido proceso se concibe como un escudo protector frente a 
una posible actuación abusiva de las autoridades, cuando estas se desvíen, de 
manera injusta, de la regulación jurídica vigente o cuando valiéndose de su 
inexistencia se extralimiten en sus competencias y atribuciones (art. 6 C.P.), por 
tanto lo previsible de dicha situación evidencia que si es posible, y la experiencia 
hoy acredita infortunadamente abusos a este respecto124, a la luz de lo cual con 
mayor razón se debe propender por una regulación definida que no dé lugar a vicios 
de procedimiento o elucubraciones a su interprete, y que propenda la aplicación y 
desarrollo de los principios constitucionales. 
                                                          
123 Colombia. Corte constitucional. Sentencia C-306 de 2012. Magistrado Ponente: 
Mauricio González Cuervo 
124 A este respecto ver: Colombia. Corte Constitucional. Sentencias T-276 de  2000. T-450 
de 2002, T-830 de 2004, T-057 2005, T-957 de 2005, T-178 de 2010, T-957 de 2011. 
Consejo de Estado Sección 2ª Subsección B 10de julio de 2010, expediente 2969-05.   
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Siendo así, cuando la entidad accionada, en un obrar negligente o abusivo, pone en 
conocimiento del ciudadano afectado el inicio de una actuación administrativa en su 
contra, manifiestamente ilegitima, desproporcionada, arbitraria que por suplir las 
deficiencias del legislador al pasar por alto la estipulación de un término para 
consentir, y disponga la autoridad fijarlo a su arbitrio, el procedimiento administrativo 
queda viciado de nulidad, debido a que se impide y restringe el adecuado ejercicio 
del derecho de defensa por haber sido este mermado, o simplemente limitado en 
su expresión. 
En consecuencia, se vulnera el derecho fundamental al debido proceso; por tanto 
insistimos dicha regulación debe consultar el sentido y alcance de lo dispuesto en 
el parágrafo del ya citado artículo 97, vale decir, el término que se establezca, o de 
aquel que presuntivamente fije la autoridad no puede resultar lesivo, imperioso o 
apremiante, debe ser preexistente, expedito y específicamente con sujeción a un 
plazo razonable, así como preclusivo, que amerite para el funcionario competente 
adelantar y resolver cada etapa o lapso procedimental de forma ajustada al 
ordenamiento, acorde como la misma Ley 1437 de 2011 enmarca los principios que 
rigen su actuación (Art. 3 incisos I, II y numeral 1º). 
A este respecto, conveniente destacar lo prorrumpido por la Honorable Corte 
Constitucional en relación con la definición del derecho al debido proceso 
administrativo, al reiterar su jurisprudencia (T-956/11); in extenso a su tenor:  
“En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia 
constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya 
que a través de el se busca que toda actuación administrativa se someta a las 
normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios 
constitucionales”. 125 
Así, en la Sentencia T-1263 de 2001, esta Corporación sostuvo: 
                                                          
125 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-956 de 2011. Magistrado Ponente: Jorge 
Iván Palacio Palacio.  
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“El derecho fundamental al debido proceso se consagra constitucionalmente 
como la garantía que tiene toda persona a un proceso justo y adecuado, esto 
es, que en el momento en que el Estado pretenda comprometer o privar a 
alguien de un bien jurídico no puede hacerlo sacrificando o suspendiendo 
derechos fundamentales. El debido proceso constituye una garantía 
infranqueable para todo acto en el que se pretenda –legítimamente- imponer 
sanciones, cargas o castigos. Constituye un límite al abuso del poder de 
sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector de la actuación 
administrativa del Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios 
criminales.”126 
De lo anterior se deduce que la Administración: 
“debe asegurar la efectividad de las garantías que se derivan de dicho 
principio constitucional. Por este motivo, la jurisprudencia ha entendido que 
los derechos de defensa, contradicción y controversia probatoria, así como 
los principios de competencia, publicidad, y legalidad de los actos de la 
administración, tienen aplicación desde la iniciación de cualquier 
procedimiento administrativo, hasta la conclusión del proceso,(…). Es decir, 
destaca la Sala, el debido proceso no existe únicamente en el momento de 
impugnar el acto administrativo final con el cual concluye una actuación 
administrativa”127.  
Así las cosas, el derecho fundamental al debido proceso: (i) comprende no 
sólo las garantías estrictamente derivadas del artículo 29 de la Carta, sino 
también todos los principios y valores jurídicos de orden constitucional con los 
cuales se da pleno respeto a los demás derechos para asegurar un orden 
justo128; y (ii) tiene un ámbito de aplicación que se extiende a toda clase de 
actuaciones, juicios y procedimientos, que generen consecuencias para los 
                                                          
126 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-1263 de 2001. Magistrado Ponente: Jorge 
Córdoba Triviño.  
127 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-465 de 2009. Magistrado Ponente: Jorge 
Ignacio Pretelt Chlajub.  
128 Colombia. Corte Constitucional, Sentencias T-280 de 1998, T-083 de 2003, T-1034 de 
2005 y T-465 de 2009.  
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administrados, en virtud del cual se les debe garantizar a éstos la totalidad de 
elementos inherentes a este derecho fundamental». 
 
 
4.2.3. Infracción del derecho fundamental a la Igualdad ante la ley, de trato y 
protección equivalente. 
En este punto se hace necesario distinguir la forma como el artículo 95 en su inciso 
2º del CPACA al regular la oportunidad para dar resolución al procedimiento de 
revocación directa de los actos administrativos, establece un término de 2 meses 
con que cuenta la autoridad administrativa para resolver las solicitudes que le han 
sido formuladas; señalando al respecto:  
 
“Las solicitudes de revocación directa deberán ser resueltas por la 
autoridad competente dentro de los dos (2) meses siguientes a la 
presentación de la solicitud”. 
 
Bajo éste contexto tenemos: i) un primer escenario que gira en torno a la relación 
Administrado-Administración, y que da cuenta de una solicitud de revocación que le 
formula el administrado a la administración, y para la cual la Ley expresamente le 
confiere a esta última (Entidad) en su favor un lapso de 2 meses para dar resolución 
a la petición, vale decir, concluir la actuación administrativa, tal como lo estatuye los 
dictados del precitado artículo 95 ibídem; por su parte, ii) en un segundo escenario 
que gira ahora en torno a la relación Administración-Administrado en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 97 ibídem, tenemos una solicitud de revocación que es 
formulada por la administración al administrado, de la cual, si bien se estatuye el 
concurso del administrado a través de su anuencia, llama la atención que a éste 
último en su condición de beneficiario “titular del acto” la Ley no le confiera un lapso 
para manifestar su voluntad, esto es, la norma no le otorga, ni le concede 
expresamente un plazo o término para consentir ad initio al interior de la actuación 
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administrativa que es iniciada con el fin de revocar directamente el acto del cual es 
titular, para de esta forma contribuir a su eficaz resolución, por el contrario, hace 
expresiva una dimensión indeterminada e indefinida para culminar dicho trámite.   
Y es tal la identidad de dicha injusticia normativa, reflejo del tratamiento inequitativo 
dado al Administrado en los términos de la omisión legislativa aquí expuesta, que la 
Ley 223 de 1995 en su artículo 136 al adicionar el artículo 738-1 del Estatuto 
Tributario129 en su caso prevé un término de 1 año contado a partir de la fecha de 
presentación de la solicitud en debida forma, para que la administración 
representada por el Administrador de Impuestos Nacionales –hoy Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales “DIAN”- decida acerca de la solicitud de 
revocatoria; veamos al respecto:  
“Artículo 136. Revocatoria directa. Adiciónase el Estatuto Tributario 
con el siguiente artículo:  
  
"Artículo 738-1. Termino para resolver las solicitudes de revocatoria 
directa. Las solicitudes de revocatoria directa deberán fallarse dentro del 
término de un (1) año contado a partir de su petición en debida forma. Si 
dentro de este término no se profiere decisión, se entenderá resuelta a 
favor del solicitante, debiendo ser declarado de oficio o a petición de 
parte el silencio administrativo positivo. (Se subraya). 
  
Parágrafo Transitorio. Para las solicitudes de revocatoria directa 
pendientes de fallo, el término señalado en este artículo empezará a 
correr a partir del mes siguiente de la vigencia de la presente ley". 130 
 
                                                          
129 Colombia. Presidencia de la Republica. Decreto 624 (30 de marzo de 1989). “Por el cual 
se expide el Estatuto Tributario de los impuestos administrados por la Dirección General 
de Impuesto Nacionales” Diario Oficial Bogotá. No.38756. 
130 OP. CIT Decreto 624 de 1989.  
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A la postre, desde épocas muy remotas sé ha considerado que la administración no 
es igual al administrado, ni mucho menos pueden equipararse al margen de su 
reconocimiento (personalidad), al tiempo que, dicho criterio “histórico” entre otros 
tantos hoy relativamente preponderantes ha permitido justificar el origen y 
existencia misma de un régimen autónomo y especial para la administración 
denominado “derecho administrativo”; en efecto, Macarel fue el primero en distinguir 
entre factores materiales y formales que privilegian tal noción de trato y dispensan 
su hegemonía –poder de mando–, amén de la clara vocación de posición dominante 
que ostenta la administración131 –v. gr. de aquellas “prerrogativas públicas”- y 
provista de una justificación objetiva y razonable que amerite su prevalencia, y de 
la concepción de debilidad que se le reconoce al administrado en el marco de dicha 
relación132, sin perjuicio de que en ciertas circunstancias excepcionales se le 
atribuya y reconozca así mismo un tratamiento equitativo e igualitario133;  
                                                          
131 Cfr. Con Montaña Plata, Alberto. Fundamentos de Derecho Administrativo. Colombia. 
2015. Ed. Universidad externado de Colombia. Pág. 25 
132 Colombia. Corte constitucional. Sentencia T-058 de 2017. Magistrado Ponente: Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo.  
133 Colombia. Corte constitucional. Sentencia C-604 de 2012. Magistrado Ponente: Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub se extrae:  
 
“La vulneración del derecho a la igualdad es evidente por las razones expuestas por la 
propia Corte Constitucional en la sentencia C–188 de 1999 en un tema similar, así: (i) 
el deudor puede ser el gobernado o la administración pública, (ii) el hecho es el mismo, 
esto es, sumas de dinero que el Estado adeuda al particular o que éste último debe a 
la administración pública, (iii) la circunstancia es equivalente, es decir, la de ser 
acreedor, (iv) el perjuicio económico sufrido por el acreedor (el gobernado o la 
administración pública generada en la mora es similar y, (v) tanto las obligaciones a 
cargo de las entidades públicas como las que están en cabeza de los administrados 
tienen el mismo alcance jurídico”.  
  
“Para la Corte es claro que el principio de igualdad y la equidad imponen que en estos 
casos las dos partes reciban igual trato, sin que se justifique en modo alguno que 
mientras el Estado cobra a los contribuyentes intereses moratorios cuando ellos no 
pagan a tiempo los impuestos, y ello a partir del primer día de retardo en el pago, las 
obligaciones en mora a cargo del Estado deban forzosamente permanecer libres de la 
obligación de cancelar dichos réditos durante seis meses, con notorio perjuicio para los 
particulares que han debido recibir oportunamente los recursos pactados. Durante ese 
tiempo, el dinero no recibido por el acreedor pierde poder adquisitivo y no existe razón 
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Sin embargo, hoy merece especial distinción en el sub judice, la forma como el 
administrado –titular del derecho– merece, espera, y en gran medida “reclama” 
recibir un trato igualitario por parte de la Ley al interior del trámite de revocación 
directa del acto administrativo a su favor, desde luego solo equiparable en el 
escenario público a los tiempos mínimos y máximos legalmente previstos para que 
la administración responda una petición, adopte una decisión y específicamente 
culmine la actuación administrativa.  
Al ser circunstancias del todo equivalentes que en el mejor de los casos oscilan 
entre un término: de 1 año como ya se reseñó, de conformidad a lo dispuesto en el 
artículo 136 de la Ley 223 de 1995, o entre 2 meses acorde lo dispuesto en el inciso 
2º del artículo 95 del CPACA, específicamente para resolver las solicitudes de 
revocatoria; o de 15 días en el peor, conforme lo señalado en el Nº 1 del artículo 14 
del CPACA, para resolver las peticiones de carácter general y particular que ante 
ellas se han elevado. 
Lo cual aduce un tratamiento desigual dado al administrado con menoscabo de las 
plenas garantías constitucionales que fundan dicho procedimiento y que se 
instruyen a su favor, en especial, lesionando su derecho a la igualdad en los 
términos del artículo 13 Constitucional, pues nada justifica que la Ley le otorgue a 
la Administración en general un término de 2 meses -por demás bastante amplio- y 
concretamente de un (1) año en el caso específico (DIAN) para resolver la solicitud 
de revocación directa que le ha sido formulada, lo que claramente denota una 
posición tanto privilegiada, como favorecida y ciertamente aventajada si se tiene en 
cuenta su condición, y que contrario sensu, establezca a la luz de su omisión un 
trato diferencial injustificado para el Administrado a quien ni siquiera se le determina 
la existencia de un término o plazo razonable para manifestarse. 
Tampoco se señalan expresamente las razones por las cuales el trato diferenciado 
que se acusa resultaría aceptable o admisible desde el punto de vista constitucional, 
                                                          
válida para que esa pérdida la deba soportar el particular y no el Estado, que incumple”. 
(Subrayado fuera de texto) 
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evidenciándose por el contrario una discriminación injustificada e inequitativa de 
trato, que denota un tratamiento diferenciado desprovisto de una justificación 
objetiva y razonable, inmerso si, en desigualdad en la actuación administrativa que 
inicia. Por consiguiente, resulta contrario a la Carta Política y al principio a la 
igualdad, que el legislador desmedidamente haya guardado silencio en este 
propósito, vale decir, estableciendo una pauta de diferenciación entre una y otra 
solicitud formulada. 
Estas visibles condiciones de discriminación y desigualdad entre la administración 
y el administrado contrastan en la realidad con la dimensión robusta que la 
administración y el aparato estatal ostentan en el marco general de su operatividad 
y en el desarrollo normal de sus funciones pues cuentan con un importante 
componente administrativo –cuerpo asesor– que le permitirá analizar la solicitud y 
plantear una respuesta con pleno conocimiento de sus alcances y efectos, situación 
que evidentemente no se predica del administrado, pues, este no cuenta con las 
mismas herramientas que la autoridad administrativa, lo que con dificultad le 
permitirá pronunciarse con el adecuado conocimiento de los alcances y efectos de 
su decisión.  
A tal orden, la ausencia de dicho término “no solo lo toma por sorpresa, sino, por si 
solo introduce un pernicioso factor de inseguridad jurídica y de desconfianza en la 
actividad administrativa, que quebranta el principio de la buena fe que rige sus 
cometidos, enerva el principio de confianza legítima, atenta contra el principio de 
legalidad, y delata un indebido aprovechamiento del poder que ejerce la 
administración, sobre la base de la debilidad del administrado”134, que claramente 
abate, e indefenso acepta el coartamiento de su derecho a la igualdad.  
 
4.2.4. Lesión al principio de seguridad jurídica de los asociados. 
                                                          
134 Cfr. Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-255 de 2012. Magistrado Ponente. 
Jorge Iván Palacio Palacio.  
84 
 
 
La ausencia de un plazo para que el administrado manifieste su voluntad frente a la 
solicitud de revocatoria del acto del que es titular, representa en la práctica: el 
quebrantamiento del principio de seguridad jurídica de los asociados, el 
desconocimiento de la efectividad de los derechos legítimamente adquiridos, y la 
lesión de la confianza legítima que informa el artículo 58 superior, toda vez que, si 
bien, “las autoridades no pueden disponer de los derechos adquiridos por los 
ciudadanos sin que medie una decisión judicial, o que se cuente con la autorización 
expresa del titular del derecho o de la persona de la cual se solicita dicha 
autorización, en los términos establecidos en la ley”135, y que en su conjunto dichas 
garantías constitucionales “avalan el principio de la inmutabilidad o intangibilidad de 
los derechos subjetivos reconocidos por la administración a través de un acto 
administrativo136” lo que en sí mismo implica su firmeza, al consolidar situaciones 
jurídicas subjetivas que han quedado en firme de manera legítima, generadoras de 
expectativas y confianza para el titular del derecho sobre la base de su validez y 
presunción de legalidad propia de las decisiones públicas y de los actos de la 
administración137, vgr. de los actos administrativos (art. 88 CPACA138) y en especial 
al confrontar el actuar que previamente desplegó la propia entidad cuando bajo su 
única responsabilidad reconoció el derecho, optimizando la necesidad de proteger 
la integridad del orden jurídico, la buena fe y los derechos adquiridos de los 
particulares. 
                                                          
135 Cfr. Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-720 de 1998. Magistrado Ponente. 
Alfredo Beltrán Sierra. 
136 Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-639 de 1996. Magistrado Ponente. Vladimiro 
Naranjo Mesa 
137 Cfr. Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-276 de 2000. M.P. Alfredo Beltrán 
Sierra 
138 OP: CIT Ley 1437 de 2011. Artículo 88. Presunción de legalidad del acto administrativo. 
Los actos administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán 
ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha 
medida cautelar.  
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En el escenario planteado, la autoridad administrativa, atendiendo el vacío 
normativo existente restrinja, reduzca, las garantías del derecho de audiencia y 
defensa en la realización efectiva del derecho fundamental al debido proceso que 
debe regir en las actuaciones y procedimientos administrativos por mandato del 
artículo 29 de la Constitución, dada la abierta posibilidad que ostenta la 
administración -considerando su posición dominante- de poder estipular o fijar así 
sea formal o informalmente y a su discreción y/o arbitrio un término para que el 
titular del acto manifieste su aceptación, su oposición o rechazo frente a la solicitud 
de revocatoria directa que le ha sido formulada. 
En ese sentido, así se admita que dicho término presuntivo que se señale aduzca 
claros dotes de equidad, en especial, si se observa con detenimiento que la norma, 
en la que se encuentra inmerso el procedimiento de revocatoria directa de los actos 
administrativos de carácter particular y concreto, no dispone de un término para que 
el administrado pueda otorgar o no el consentimiento, empero, si finaliza con un 
parágrafo que proyecta una clara advertencia procedimental, esto es, que en dicho 
trámite se deben garantizar los derechos de audiencia y defensa, tal vez con la clara 
intención de evitar la experiencia funesta de abuso de las facultades de la 
administración a este respecto139.  
Por si sola la hipotética situación de que la administración unilateralmente pueda 
fijar un término para que el titular del derecho consienta, toma por sorpresa al 
afectado, e introduce un pernicioso factor de inseguridad jurídica y desconfianza en 
la actividad administrativa, quebranta el principio de la buena fe y delata indebido 
aprovechamiento del poder que ejerce, sobre la base de la debilidad del 
administrado, desconociendo los principios de seguridad jurídica y legalidad que en 
este caso obran en su favor, pues éste confía en que sus derechos se mantendrán 
tanto inmodificables como sujetos a un procedimiento legal dotado de plenas 
garantías.  
                                                          
139 Colombia. Consejo de Estado. Sala Segunda Subseccion B. Sentencia del 10 de julio de 
2010, exp. 2969-05.   
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No obstante, de lo expuesto debe repararse el contenido y alcance del 
procedimiento administrativo allí consagrado (art. 97 CPACA), pues, el espectro de 
procedencia de la revocatoria directa de los actos de carácter particular y concreto 
es demasiado amplio, aún aceptándose su forma reglada, “y dicha amplitud 
conduce a que de manera injustificada se promuevan acciones y actuaciones 
orientadas a conculcar los derechos adquiridos y situaciones jurídicas ya 
consolidadas de manera legítima, todo ello con el alto costo que se generaría en 
materia de seguridad jurídica”140, pues con ello se busca racionalizar éste 
instrumento de legalidad y no dotarlo de arbitrariedad cómo infortunadamente 
ocurre en la práctica. 
En su conjunto toda “ésta regulación se dirige a garantizar la seguridad jurídica que 
implica la firmeza de los actos administrativos de contenido particular frente a la 
necesidad de proteger la integridad del orden jurídico, la buena fe y los derechos 
adquiridos de los particulares”141. 
Bajo este mismo tópico es menester resaltar lo prorrumpido por la H. Corporación 
Constitucional en la Sentencia C-672 de 2001, al reafirmar:  
“Y ello se entiende, en aras de preservar la seguridad jurídica de los 
asociados, como quiera, que las autoridades no pueden disponer de los 
derechos adquiridos por los ciudadanos, sin que medie una decisión 
judicial, o que se cuente con la autorización expresa de la persona de la 
cual se solicita dicha autorización, en los términos establecidos en la 
ley”. 
Y reitera:  
En efecto, la Corte Constitucional, ha señalado:  
                                                          
140 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-835 de 2003 Magistrado Ponente: Jaime 
Araujo Rentería.  
141 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-347 de 1994 Magistrado Ponente: Antonio 
Barrera Carbonell 
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“razones de seguridad jurídica y de respeto a los derechos adquiridos 
o de las situaciones jurídicas subjetivas que han quedado consolidadas 
en cabeza de una persona, como también la presunción de legalidad 
de las decisiones administrativas en firme, avalan el principio de la 
inmutabilidad o intangibilidad de los derechos subjetivos reconocidos 
por la administración a través de un acto administrativo”142.  
 
Así las cosas, el espíritu que instruye e informa la Ley 1437 de 2011 propugna 
fortificar el principio de inmutabilidad de los actos administrativos favorables “o 
también llamado la autoridad de “cosa decidida” de que ellos están investidos”143, 
valga decir, en tanto hayan creado o modificado una situación jurídica de carácter 
particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, o que reconocen 
derechos –y que constituye su máxima característica por excelencia-, pues a 
diferencia del Código Contencioso Administrativo de 1984, en esta disposición (art. 
97 ibídem) no solo se restringe la modificación de situaciones jurídicas creadas por 
la misma administración que para el particular han sido generadoras de 
expectativas y confianza sobre la base de la validez y presunción de legalidad 
propia de los actos administrativos y del actuar que previamente desplegó la propia 
entidad cuando le reconoció el derecho, sino se busca proteger al máximo la 
seguridad jurídica alrededor de las decisiones públicas, se itera, la garantía de la 
buena fe y los derechos adquiridos con justo título de los particulares ante un 
posible menoscabo o afectación. 
 
En grado sumo, el beneficiario titular del acto, de un lado confía en que sus 
derechos se mantendrán inmodificables hasta que él expresamente decida y/o 
acepte que se modifiquen, en la necesidad de que su pronunciamiento se dé en un 
período de tiempo que por demás expreso, debe ser determinado y del todo 
                                                          
142 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-347 de 1994. Magistrado Ponente: 
Antonio Barrera Carbonell. 
143 OP. CIT p. 421 
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razonable, o en otro evento el juez lo decida144, en acatamiento de la “teoría del 
respecto por el acto propio”145, acogida teóricamente por la doctrina del derecho 
administrativo y que da cuenta de la plena observancia de los principios de 
inmutabilidad e irrevocabilidad de los derechos reconocidos a través de un acto 
administrativo; y que en su concepción de rango constitucional legitiman el 
reconocimiento de los derechos adquiridos con justo título (art. 58 C.P.), buena fe 
y de confianza legítima. 
 
 
 
4.2.5. Transgresión del principio de Legalidad como expresión de la 
prevalencia del interés general. 
 
La institución de la revocación directa es un mecanismo evidente de control del 
principio de legalidad.146  
Considerando que el principio de legalidad también es expresión del postulado 
constitucional fundamental de prevalencia del interés general toda vez que de 
acuerdo con el artículo 1º de la Constitución Política, el Constituyente primario elevó 
a la categoría de principio fundante del Estado colombiano “la prevalencia del 
interés general”147 y, en virtud de ese carácter, dicho postulado irradia el resto del 
                                                          
144 Cabe aquí resaltar la nueva postura acogida por el CPACA en su artículo 97, al restringir 
la posibilidad de revocatoria directa de los actos administrativos particular y concreto si 
mediaba que este ocurrió por medios ilegales. 
145 Colombia. Corte constitucional. Sentencia T-058 de 2017. Magistrado Ponente: Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo.  
146 Rodríguez Rodríguez, Libardo. Derecho administrativo. General y colombiano. Editorial 
TEMIS. S.A. Colombia 1998. pág. 230 
147OP. CIT Constitución Política de Colombia. Artículo 1º. Colombia es un Estado social de 
derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de 
sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto 
de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y 
en la prevalencia del interés general. 
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ordenamiento jurídico, como se hace evidente en el artículo 209 Superior, según el 
cual, “la función administrativa está al servicio de los intereses generales”148. 
En ese sentido, la jurisprudencia de  la H. Corporación Constitucional, así como la 
administrativa149, ha reconocido que la noción de prevalencia del interés general se 
consolida como:  
i) Valor ontológico y axiológico que determina la finalidad de toda la organización 
política;150  
ii) Principio que obliga a todos los asociados en el marco de sus relaciones, y a las 
autoridades en todas las actuaciones que desplieguen para el cumplimiento de 
sus funciones;151 y,  
iii) Regla de interpretación aplicable de manera directa a casos concretos.152 
Constituye entonces, un principio orientador e inspirador del ordenamiento positivo, 
es decir, un elemento rector o postulado básico de carácter jurídico que encauza la 
interpretación de las normas y las actuaciones de las autoridades y particulares. 
                                                          
148OP. CIT Constitución Política de Colombia. Artículo 209.  La función administrativa está 
al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante 
la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado 
cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, 
tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley. 
149 Colombia. Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de 3 de 
febrero de 2011. Exp. 1189-2010. Consejero Ponente: Víctor Alvarado.  
150 Cfr. Colombia. C-428 de 1992, Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón. También se 
puede consultar: Consejo de Estado Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de 11 de 
diciembre de 2014. Consejero Ponente: William Zambrano Cetina. 
151 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-539 de 1999. Magistrado Ponente: Eduardo 
Cifuentes Muñoz. También se puede consultar: Consejo de Estado. Sección Tercera, 
Subsección B. Sentencia de 28 de septiembre de 2011.  Consejera Ponente: Ruth Stella 
Correa Palacio (exp. 15476). 
152 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-451 de 1992. Magistrado Ponente: Ciro 
Angarita Barón. También se puede consultar: Consejo de Estado. Sección Tercera, 
Subsección C. Sentencia de 27 de enero de 2016. Consejero Ponente Jaime Orlando 
Santofimio. 
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La prevalencia del interés general sobre el particular, es, dentro de la filosofía153 de 
Estado de corte liberal y democrático, un pilar que delimita los excesos de poder, 
públicos y privados, a la convivencia pacífica y al orden social democrático, plural y 
justo. En este sentido, el valor fundante de nuestro Estado Social de Derecho, no 
es solo la libertad individual y social como ideología plasmado en la parte dogmática 
de la Constitución, sino una reinterpretación de la vida social, e institucional, que 
encuentra en el hecho de que ningún ciudadano o grupo de ciudadanos puedan 
amenazar el bien común, una muestra de aprecio por la libertad y la igualdad ante 
la Ley. 
De modo que, en aras de garantizar plenamente la prevalencia del interés general 
en el marco de una democracia participativa e incluyente, se ha hecho de este un 
mandato de optimización, aplicable y transversal a toda la interpretación del 
ordenamiento jurídico, y ajustable en reglas concretas para las autoridades y los 
ciudadanos en general. 
Como quiera que la autoridad administrativa al solicitar el consentimiento para 
revocar el acto de carácter particular y concreto, no puede señalar un término             
para que el titular del derecho manifieste su voluntad, pues expresamente no se 
encuentra estipulado dicho plazo en el contenido normativo del artículo 97 del 
CPACA, por tanto, la administración se debe abstener de fijarlo unilateral y/o 
discrecionalmente, en acatamiento del principio de legalidad. 
No resta distinguir la abierta posibilidad que tiene la administración de fijar a su 
arbitrio, unilateral y discrecionalmente dicho término, en aras de que el beneficiario 
                                                          
153 El interés general como principio político y jurídico se observa desde las antiguas 
civilizaciones occidentales. Así por ejemplo, Platón dijo en «La República» que consistía en 
el «interés de todos» (Editorial Porrúa, México, 1981, pág. 455); Aristóteles mencionó en 
«La Política» que se trata del «interés común a gobernantes y gobernados» (…), Tomas de 
Aquino y Agustín de Hipona, precisaron que era el bienestar y felicidad común que no se 
opone al orden divino (Ferrater Mora. Diccionario Filosófico, Editorial Ariel, Barcelona, 2001, 
pág. 377). Según Juan Jacobo Rousseau, el interés  general depende de la voluntad 
general, que en un régimen democrático depende a su vez del juego de las mayorías (Del 
Contrato Social, Alianza Editorial, 2012). 
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consienta, al poder fijar: 3, 5, 8, 10 o 15 días, pudiendo ser más, o restringiéndolo a 
menos días, supliendo de esta forma dicho vacío normativo, con claro menoscabo 
del principio de legalidad, como quiera que no se encuentra estipulado en la ley, 
como tampoco cuenta con facultades legales para establecerlo; luego, la 
administración en la respectiva solicitud de consentimiento establece el plazo en el 
cual, el particular, titular del derecho, se debe manifestar, en otras palabras, la 
administración procede a suplir dicho vacío normativo señalando a su arbitrio dicho 
término; discrecionalmente fija el término en el cual el administrado deberá 
manifestar si concede o no su autorización para que se proceda a revocar el acto 
administrativo generador de derechos subjetivos;  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
5. CONCLUSIONES:  
El análisis de la información obtenida en desarrollo de la presente investigación 
arrojó las siguientes conclusiones: 
• La ausencia de un plazo para que el administrado manifieste su voluntad frente 
a la solicitud de revocatoria del acto favorable del que es titular, representa en la 
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práctica la trasgresión del derecho fundamental a un debido procedimiento 
administrativo de revocación sin dilaciones injustificadas, pues, la no fijación por 
parte de la Ley de un término “perentorio” que imponga al administrado el deber 
inexcusable de pronunciarse en determinado tiempo respecto de la solicitud que 
le ha sido formulada, torna tanto en impredecible su postura, como indeterminada 
su aquiescencia, a la luz de ello su decisión se torna indefinida en el tiempo, 
afectando y lesionando dicha indeterminación la normal marcha de la 
administración pública y por ende soslaya el principio de celeridad y eficacia 
administrativa. 
 
• La norma analizada no fija un término determinado o determinable para dar 
trámite a la solicitud de revocación del acto administrativo favorable que se 
encuentra condicionado a la aquiescencia del titular del derecho, siendo éste un 
elemento esencial para armonizar con el mandato constitucional del derecho a 
un debido proceso, toda vez que implica la existencia misma de un procedimiento 
administrativo legalmente prestablecido y determinado, dotado de plenas 
garantías (derecho de audiencia y defensa) y con observancia a plenitud de sus 
formas propias. 
 
• La ausencia de término para consentir dentro del trámite de revocación directa 
constituye un vicio de nulidad al interior de la actuación administrativa de 
revocación del acto favorable al lesionar la garantía del derecho de audiencia y 
defensa del administrado. 
 
• Si bien el artículo 97 de la Ley 1437 de 2011 es la norma especial que regula la 
materia, la omisión legislativa relativa genera lesivas consecuencias para el 
administrado, en especial el quebrantamiento de la garantía (derecho y principio) 
constitucional a la igualdad y el principio de equidad, en la forma como, la 
inadvertencia del legislador de no prever y estipular un término para que él, como 
titular del derecho consienta al interior de la actuación administrativa de 
93 
 
revocatoria iniciada en contra del acto que le favorece, lo que revela una conducta 
claramente diferencial pues se privilegia a la administración quien, primero, si 
tiene un término, y segundo, resulta tan favorecida en dicha estipulación que se 
le otorga un amplio margen temporal para responder a la solicitud que le ha 
formulado el administrado conforme un período general de 2 meses o uno 
especial de 1 año, lo que no sucede en caso contrario, de ahí que sea del todo 
reprochable dicho tratamiento por su desigualdad e inequidad del todo 
inconstitucional. 
 
• Si la administración llegare a suplir de manera discrecional y arbitraria el vacío 
normativo en el procedimiento de revocación directa iniciado de oficio, fijando un 
término para que el administrado se pronuncie desconocerá con ello el principio 
de legalidad que debe regir su actuación pues está fijando un término, aun 
cuando la ley no la ha habilitado para ello. 
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